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TEXTO ORDENADO 1996 

 
 

TÍTULO 1 
NORMAS GENERALES DE DERECHO 

 TRIBUTARIO NACIONAL 
 

SECCIÓN III 
DERECHO TRIBUTARIO FORMAL 

 
CAPÍTULO 8 

RÉGIMEN DE CERTIFICADOS 
 
 Artículo 80.- Establécese un régimen de certificado único para la 
Dirección General Impositiva con arreglo a lo que se regula en los siguientes 
incisos: 
 

A) No se podrá enajenar ni gravar bienes inmuebles, enajenar 
vehículos automotores, distribuir utilidades a título definitivo o 
provisorio, importar o exportar, percibir de los Entes Públicos sumas 
superiores al 50% (cincuenta por ciento) del mínimo no imponible 
individual del Impuesto al Patrimonio de las personas físicas y 
solicitar la expedición o renovación de pasaportes, sin la previa 
obtención de un certificado único y de vigencia anual que expedirá la 
Dirección General Impositiva. Dicho certificado acreditará que sus 
titulares han satisfecho el pago de los tributos que administra el 
citado organismo, de que no se hallan alcanzados por los mismos, o 
de que disponen de plazo acordado para hacerlo. 
 

Quienes inicien o realicen actividad comercial o industrial no 
podrán sin su previa presentación, realizar gestiones referentes a 
dicha actividad ante las oficinas públicas. 
 

Sin perjuicio de ello deberá obtenerse un certificado especial en 
los casos de reformas de estatutos o contratos de enajenación, 
liquidación o disolución total o parcial de los establecimientos 
comerciales o industriales, o de inscripción de contratos de 
arrendamientos rurales, con igual constancia de la Dirección General 
Impositiva referidas hasta la fecha del acto que motiva la solicitud. 
 

Se prescindirá de la obtención del certificado para enajenar o 
gravar bienes inmuebles cuando la escritura respectiva se otorgue 
de mandato judicial. En tales casos y en los de la escritura otorgada 
de acuerdo con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 88º de 
este Título, el Juzgado interviniente deberá remitir a la Dirección 
General Impositiva, la información relativa al acto, en la forma y 
condiciones que establezca la reglamentación. 

 

1



Las escrituras que se hubieren otorgado de mandato judicial con 
anterioridad a la vigencia del Decreto-Ley Nº 14.664, de 14 de junio 
de 1977, sin la obtención previa del certificado exigido por el inciso 
primero, serán inscriptas por el Registro respectivo, haciendo 
abstracción de dicha omisión. En tales casos, el Registro 
interviniente suministrará la información a que se refiere el inciso 
anterior. 

 
B) Las distribuciones de utilidades o dividendos que realicen sin la 

previa obtención del certificado a que se refiere el inciso anterior, 
serán sancionadas con una multa equivalente al 50% (cincuenta por 
ciento) del tributo impago. Las reincidencias serán sancionadas con 
una multa igual al tributo impago. 

 
La omisión de la solicitud de certificado en los casos de 

enajenación total o parcial de establecimientos comerciales o 
industriales importa, de pleno derecho, la solidaridad del adquirente 
respecto de la deuda impositiva del enajenante a la fecha de la 
operación la que se extenderá a los socios a cualquier título, 
directores y administradores del contribuyente. 

 
Los Registros de Traslaciones de Dominio e Hipoteca y de 

Vehículos Automotores no podrán recibir ni inscribir documentos 
relativos a actos de enajenación o de afectación de bienes 
inmuebles, si no se ha obtenido el respectivo certificado. 

 
En caso de incumplimiento de las disposiciones precedentes 

serán solidariamente responsables del impuesto adeudado y 
obligaciones accesorias el comprador y en su caso el prestamista. 

 
C) Los certificados a que se refiere este artículo, sustituyen a partir de 

la fecha de su entrada en vigencia a los que expiden las 
dependencias de la Dirección General Impositiva. 

 
D) Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer la obligación de exhibir el 

certificado de encontrarse al día con la Dirección General Impositiva 
para la realización de actos vinculados a la actividad comercial o 
industrial de las empresas en las situaciones que considere 
conveniente. 

 
Facúltase a la Dirección General Impositiva a suspender la vigencia de 

los certificados anuales que hubiera expedido, cuando el contribuyente se 
atrasare en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 

 
Asimismo se la faculta a suspender la vigencia de los Certificados 

anuales que hubiera expedido a partir de pasados 90 (noventa) días corridos 
de decretadas medidas cautelares por el Poder Judicial, previstas en el 
artículo 87 del Código Tributario. 
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Asimismo, se la faculta a suspender la vigencia de los certificados 
anuales que hubiera expedido, cuando el contribuyente omitiera registrar sus 
estados contables ante el órgano estatal de control, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 97 bis de la Ley N° 16.060, de 4 de setiembre de 
1989. Esta norma será de aplicación para los ejercicios cerrados a partir de 
la vigencia de la presente ley. 

 
En caso de falta de pago de las obligaciones tributarias correspondientes 

al impuesto anual de enseñanza primaria, se faculta a la Dirección General 
Impositiva a suspender la vigencia de los certificados anuales que hubiera 
expedido. A tales efectos, la Administración Nacional de Educación Pública 
informará a la Dirección General Impositiva los incumplimientos de pago 
correspondientes. 
 

Fuente: Antepenúltimo inciso Ley Nº 17.930, de 19 de diciembre de 2005, artículo 463. 
Penúltimo inciso Ley Nº 18.996, de 7 de noviembre de 2012, artículo 313 

Último inciso Ley Nº 19.333, de 31 de julio de 2015, artículo 6º. 
 
 

TÍTULO 4 
IMPUESTO A LAS RENTAS DE LAS ACTIVIDADES ECONÓMICAS (IRAE)  
 

CAPÍTULO I 
HECHO GENERADOR  

 
 
 Artículo 3º. Rentas empresariales.- Constituyen rentas empresariales: 
 

A)  Las obtenidas por los siguientes sujetos, cualesquiera sean los 
factores utilizados: 

 
1. Las sociedades anónimas y las sociedades en comandita por 

acciones, aun las en formación, a partir de la fecha del acto de 
fundación o de la culminación de la transformación en su caso. 

 
2. Las restantes sociedades comerciales reguladas por la Ley 

Nº 16.060, de 4 de setiembre de 1989, a partir de la fecha del acto 
de constitución o de la culminación de la transformación en su 
caso. Las sociedades de hecho se regularán por lo dispuesto en 
el numeral 8. 

 
3. Las asociaciones agrarias, las sociedades agrarias y las 

sociedades civiles con objeto agrario.  
 

4. Los establecimientos permanentes de entidades no residentes en 
la República. 

 
5. Los entes autónomos y servicios descentralizados que integran el 

dominio industrial y comercial del Estado.  
 

6  Los fondos de inversión cerrados de crédito. 
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7. Los fideicomisos, con excepción de los de garantía. 

 
8. Las sociedades de hecho y las sociedades civiles. No estarán 

incluidas en este numeral las sociedades integradas 
exclusivamente por personas físicas residentes. Tampoco estarán 
incluidas las sociedades que perciban únicamente rentas puras de 
capital, integradas exclusivamente por personas físicas residentes 
y por entidades no residentes.  

 
B)  En tanto no se encuentren incluidas en el literal anterior, las derivadas 

de:  
 

1. Actividades lucrativas industriales, comerciales y de servicios, 
realizadas por empresas. Se considera empresa toda unidad 
productiva que combina capital y trabajo para producir un 
resultado económico, intermediando para ello en la circulación de 
bienes o en la prestación de servicios. 

 
En relación a este apartado, se entenderá que no existe 

actividad empresarial cuando: 
 

i)      El capital no esté activamente dirigido a la obtención de la 
renta sino a facilitar la actividad personal del titular de los 
bienes. 

 
ii)   En el caso de la prestación de servicios, la actividad personal 

se desarrolle utilizando exclusivamente bienes de activo fijo 
aportados por el prestatario.  

 
Asimismo, se entenderá que no existe intermediación en la 
prestación de servicios cuando el sujeto que genera la renta 
con su actividad personal es asistido por personal 
dependiente. 

 
2.  Actividades agropecuarias destinadas a obtener productos 

primarios, vegetales o animales. Se incluye en este concepto a las 
enajenaciones de activo fijo, a los servicios agropecuarios 
prestados por los propios productores, y a las actividades de 
pastoreo, aparcería, medianería y similares, realizadas en forma 
permanente, accidental o transitoria.  

 
Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 3º. 

 
 Artículo 7º. Fuente uruguaya.- Sin perjuicio de las disposiciones 
especiales que se establecen, se considerarán de fuente uruguaya las 
rentas provenientes de actividades desarrolladas, bienes situados o 
derechos utilizados económicamente en la República, con independencia de 
la nacionalidad, domicilio o residencia de quienes intervengan en las 
operaciones y del lugar de celebración de los negocios jurídicos.  
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Se considerarán de fuente uruguaya las rentas de las compañías de 
seguros que provengan de operaciones de seguros o reaseguros que cubran 
riesgos en la República, o que se refieran a personas que al tiempo de 
celebración del contrato residieran en el país. 
 
 Asimismo, se considerarán de fuente uruguaya, en tanto se vinculen a la 
obtención de rentas comprendidas en este impuesto, las rentas obtenidas 
por servicios de publicidad y propaganda, y los servicios de carácter técnico, 
prestados desde el exterior, fuera de la relación de dependencia, a 
contribuyentes de este impuesto. Los servicios de carácter técnico a que 
refiere este inciso son los prestados en los ámbitos de la gestión, técnica, 
administración o asesoramiento de todo tipo.  
 
 Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer el porcentaje de renta que se 
considera de fuente uruguaya, cuando las rentas referidas en el inciso 
precedente se vinculen total o parcialmente a rentas no gravadas en este 
impuesto.  
 
 Las rentas correspondientes al arrendamiento, uso, cesión de uso o 
enajenación de derechos federativos, de imagen y similares de deportistas 
inscriptos en entidades deportivas residentes, así como las originadas en 
actividades de mediación que deriven de las mismas, se considerarán 
íntegramente de fuente uruguaya.   

 
Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 3º. 

Inciso final) Ley Nº 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 709. 
Inciso 3º) Ley Nº 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 708. 
Inciso 4º) Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, artículo 780. 

 
 Artículo 10. Establecimientos permanentes de entidades de no 
residentes.- Cuando un no residente realice toda o parte de su actividad por 
medio de un lugar fijo de negocios en la República, se entenderá que existe 
establecimiento permanente de este no residente. 
 
 La expresión establecimiento permanente comprende, entre otros, los 
siguientes casos: 
 

A) Las sedes de dirección. 
 

B) Las sucursales. 
 

C) Las oficinas. 
 

D) Las fábricas. 
 

E) Los talleres. 
 

F) Las minas, los pozos de petróleo o de gas, las canteras o cualquier 
otro lugar de extracción de recursos naturales. 

 
 La expresión establecimiento permanente comprende asimismo: 
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 I) Las obras o proyectos de construcción o instalación, o las 

actividades de supervisión vinculadas, cuya duración exceda tres 
meses. 

 
 II) La prestación de servicios, incluidos los de consultoría, por un no 

residente mediante empleados u otro personal contratado por la 
empresa para tal fin, siempre que tales actividades se realicen (en 
relación con el mismo proyecto u otro relacionado) durante un 
período o períodos que en total excedan de seis meses dentro de un 
período cualquiera de doce meses. 

 
 No obstante las disposiciones anteriores de este artículo, se considera 
que la expresión establecimiento permanente no incluye: 
 

1) La utilización de instalaciones con el único fin de almacenar o 
exponer bienes o mercaderías pertenecientes al no residente. 

 
2) El mantenimiento de un depósito de bienes o mercaderías 

pertenecientes al no residente, con el único fin de almacenarlas o 
exponerlas. 

 
3) El mantenimiento de un depósito de bienes o mercaderías 

pertenecientes al no residente, con el único fin de que sean 
transformadas por otra empresa. 

 
4) El mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de 

comprar bienes o mercaderías, o de recoger información, para el no 
residente. 

 
5) El mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de 

realizar para el no residente cualquier otra actividad de carácter 
auxiliar o preparatorio. 

 
6) El mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de 

realizar cualquier combinación de las actividades mencionadas en 
los numerales 1) a 5), a condición de que el conjunto de la actividad 
del lugar fijo de negocios que resulte de esa combinación conserve 
su carácter auxiliar o preparatorio. 

 
No obstante lo dispuesto precedentemente, cuando una persona distinta 

de un agente independiente al que le será aplicable el inciso siguiente actúe 
en la República por cuenta de un no residente, se considerará que este no 
residente tiene un establecimiento permanente en la República respecto de 
las actividades que dicha persona realice para el no residente, si esa 
persona: 
 

A) Ostenta y ejerce habitualmente en la República poderes que la 
faculten para concluir contratos en nombre del no residente, a 
menos que las actividades de esa persona se limiten a las 
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mencionadas en el inciso cuarto y que, de haber sido realizadas por 
medio de un lugar fijo de negocios, no hubieran determinado la 
consideración de dicho lugar fijo de negocios como un 
establecimiento permanente de acuerdo con las disposiciones de 
ese inciso. 

 
B) No ostenta dichos poderes, pero mantiene habitualmente en la 

República un depósito de bienes o mercaderías desde el cual realiza 
regularmente entregas de bienes o mercaderías en nombre del no 
residente. 

 
No se considera que el no residente tiene un establecimiento 

permanente por el mero hecho de que realice sus actividades en la 
República por medio de un corredor, un comisionista general o cualquier 
otro agente independiente, siempre que dichas personas actúen dentro 
del marco ordinario de su actividad. No obstante, cuando las actividades 
de tales agentes se realicen exclusivamente, o casi exclusivamente, por 
cuenta de dicho no residente, y las condiciones aceptadas o impuestas 
entre el no residente y el agente en sus relaciones comerciales y 
financieras difieran de las que se darían entre entidades independientes, 
ese agente no se considerará un agente independiente de acuerdo con el 
sentido de este inciso.  

 
Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 3º. 

 Ley Nº 18.719 de 27 de diciembre de 2010, artículo 781. 
 
 
 Artículo 13. Residentes. Personas jurídicas y otras entidades.- Se 
considerarán residentes en territorio nacional las personas jurídicas y demás 
entidades que se hayan constituido de acuerdo a las leyes nacionales.  
 
 Las personas jurídicas del exterior y demás entidades no constituidas de 
acuerdo con las leyes nacionales, que establezcan su domicilio en el país, 
se considerarán residentes en territorio nacional desde la culminación de los 
trámites formales que dispongan las normas legales y reglamentarias 
vigentes.  
 
 Asimismo, se considerará que las personas jurídicas y demás entidades 
constituidas de acuerdo con las leyes nacionales han dejado de ser 
residentes en territorio nacional, cuando carezcan de cualquier clase de 
domicilio en el país y hayan culminado la totalidad de los trámites legales y 
reglamentarios correspondientes a la transferencia del domicilio al 
extranjero.  

 
Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 3º. 

Incisos 2º) y 3º) Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, artículo 783. 
 

 
CAPÍTULO III 

RENTA BRUTA 
 
 Artículo 17. Definiciones.- Constituirán, asimismo, renta bruta: 
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 A) El resultado de la enajenación de bienes del activo fijo que se 

determinará por la diferencia entre el precio de venta y el valor de 
costo o costo revaluado del bien, menos las amortizaciones 
computadas desde la fecha de su ingreso al patrimonio, cuando 
correspondiere. El valor de costo revaluado será el que resulte de la 
aplicación de los coeficientes de revaluación que fije la 
reglamentación. 

 
 B) El resultado de la enajenación de bienes muebles o inmuebles que 

hayan sido recibidos en pago de operaciones habituales o de créditos 
provenientes de las mismas, determinados de acuerdo con las 
normas del apartado anterior. 

 
 C) El resultado que derive de comparar el valor fiscal y el precio de venta 

en plaza de los bienes adjudicados o dados en pago a los socios o 
accionistas. 

 
 D) Las diferencias de cambio provenientes de operaciones en moneda 

extranjera, en la forma que establezca la reglamentación. 
 
 E) Los beneficios originados por el cobro de indemnizaciones en el caso 

de pérdidas extraordinarias sufridas en los bienes de la explotación. 
 
 F) El resultado de la enajenación de establecimientos o casas de 

comercio. Como fecha de la enajenación se tomará la de la efectiva 
entrega del establecimiento, lo que deberá probarse en forma 
fehaciente a juicio de la Dirección General Impositiva. 

 
 G) El resultado de la liquidación total o parcial de establecimientos o 

casas de comercio. 
 
 H) El monto de las reservas distribuidas y del capital rescatado en 

infracción a las normas que conceden beneficios fiscales 
condicionados a su creación o ampliación, respectivamente. En estos 
casos, se considerará renta del ejercicio en que dicha distribución o 
rescate fuere aprobado, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones 
pertinentes. 

 
 I) Los intereses fictos, que determine el Poder Ejecutivo, por préstamos 

o colocaciones, los que no podrán superar las tasas medias del 
trimestre inmediato anterior al comienzo del ejercicio del mercado de 
operaciones corrientes de crédito bancario, concertadas sin cláusulas 
de reajuste. Quedan excluidos los préstamos a los sujetos 
comprendidos en el literal A) del artículo 3º de este Título que 
obtengan rentas gravadas, los que realicen las instituciones 
comprendidas en el Decreto-Ley Nº 15.322, de 17 de setiembre de 
1982, y los otorgados al personal, en la forma y condiciones que 
determinará la reglamentación. 
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 J) La cobranza de créditos previamente castigados como incobrables a 
efectos fiscales, de acuerdo con lo dispuesto por el literal C) del 
artículo 21 de este Título. 

 
 K) El resultado del arrendamiento, uso, cesión de uso o enajenación de 

derechos federativos, de imagen y similares de deportistas. 
 
 L) La renta bruta de semovientes, que resultará de deducir a las ventas 

netas las compras del ejercicio y las variaciones físicas operadas en 
cada categoría, avaluadas a precio de fin de ejercicio, de acuerdo a lo 
que establezca la reglamentación. 

 
Cuando el titular de la empresa unipersonal, el socio o el accionista 

retire para su uso particular, de su familia o de terceros, bienes de 
cualquier naturaleza, o éstos sean destinados a actividades cuyos 
resultados no estén alcanzados por el impuesto, se considerará que 
tales actos se realizan al precio corriente de venta de los mismos 
bienes con terceros.  

 
Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre 2006, artículo 3º. 

 
CAPÍTULO IV 
RENTA NETA 

 
 Artículo 20. Deducción proporcional.- Cuando los gastos a que refiere el 
inciso segundo del artículo anterior constituyan para la contraparte rentas 
gravadas por el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, en la categoría 
I de dicho impuesto (Rendimientos del Capital e Incrementos Patrimoniales), 
o rentas gravadas por el Impuesto a las Rentas de los No Residentes, la 
deducción estará limitada al monto que surja de aplicar al gasto el cociente 
entre la tasa máxima aplicable a las rentas de dicha categoría en el impuesto 
correspondiente y la tasa fijada de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 
15 de este Título. 
 
 En caso que los gastos constituyan para la contraparte rentas gravadas 
por una imposición a la renta en el exterior, la deducción será del 100% (cien 
por ciento) si la tasa efectiva fuera igual o superior a la fijada por el artículo 
15 de este Título. Si la tasa efectiva fuese inferior, deberá realizarse la 
proporción correspondiente, sin perjuicio del límite a que refiere el inciso 
anterior. Se presumirá que la tasa efectiva es igual a la tasa nominal, salvo 
que se verificara la existencia de regímenes especiales de determinación de 
la base imponible, exoneraciones y similares que reduzcan el impuesto 
resultante de la aplicación de dicha tasa nominal. La reglamentación 
establecerá los requisitos de documentación y demás condiciones en que 
operarán las disposiciones del presente artículo. 
 
 Lo dispuesto precedentemente es sin perjuicio de la aplicación del 
régimen de precios de transferencia a que refiere el Capítulo VII.  

 
Fuente: Texto del inciso 1º) vigente a partir del 1º de enero de 2017,  

artículo 158 de la Ley Nº 19.438, de 14 de octubre de 2016. 
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Ley Nº 18.083 de 27/12/2006 artículo 3º. 
 Inciso primero ver vigencia: Ley Nº 19.438, de 14 de octubre de 2016. 

 
CAPÍTULO VII 

PRECIOS DE TRANSFERENCIA 
 
 Artículo 40.  Países y regímenes de baja o nula tributación.- Las 
operaciones que los sujetos pasivos realicen con no residentes domiciliados, 
constituidos o ubicados en los países de baja o nula tributación o que se 
beneficien de un régimen especial de baja o nula tributación que, de manera 
taxativa, determine la reglamentación, se presumirán, sin admitir prueba en 
contrario, realizadas entre partes vinculadas y no serán consideradas 
ajustadas a las prácticas o a los valores normales de mercado entre partes 
independientes; en tal caso deberá aplicarse lo dispuesto por el artículo 
siguiente. 
 
 Quedan incluidas en el inciso anterior las operaciones realizadas con 
entidades que operen en exclaves aduaneros y se beneficien de un régimen 
de nula o baja tributación.  

 
Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 3º. 
Inciso 1º) Ley Nº 18.341, de 30 de agosto de 2008, artículo 16. 

 
 Artículo 41.- Métodos de ajuste.- Para la determinación de los precios de 
las operaciones a que aluden los artículos anteriores serán utilizados los 
métodos que resulten más apropiados de acuerdo con el tipo de transacción 
realizada.  
 
 A los efectos previstos en el inciso anterior, serán de aplicación los 
métodos de precios comparables entre partes independientes, de precios de 
reventa fijados entre partes independientes, de costo más beneficios, de 
división de ganancias y de margen neto de la transacción, en la forma que 
determine la reglamentación, la cual podrá establecer otros métodos con 
idénticos fines.  
 
 Con la finalidad de determinar que los precios se ajustan razonablemente 
a los de mercado, el contribuyente deberá suministrar la información que la 
reglamentación disponga, la cual podrá incluir entre otras, la asignación de 
costos, márgenes de utilidad y demás datos que considere conveniente para 
la fiscalización de las operaciones.  

 
Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 3º. 

 
 
 Artículo 44-BIS.- El Poder Ejecutivo podrá disponer la aplicación de un 
régimen de acuerdos anticipados de precios con los contribuyentes en el 
marco del régimen de Precios de Transferencia establecido por el presente 
Capítulo. 
 
 Tales acuerdos deberán suscribirse con anterioridad a la realización de 
las transacciones que comprendan, y no podrán exceder de tres ejercicios 
fiscales. 
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Fuente: Ley Nº 18.996, de 7 de noviembre de 2012, artículo 314. 

 
 Artículo 46. Declaraciones juradas especiales.- La Dirección General 
Impositiva con el objeto de realizar un control periódico de las operaciones 
entre sujetos pasivos vinculados con personas físicas, jurídicas o cualquier 
otro tipo de entidad domiciliada, constituida o ubicada en el exterior, podrá 
requerir la presentación de declaraciones juradas especiales que contengan 
los datos que considere necesarios para analizar, seleccionar y proceder a la 
verificación de los precios convenidos, sin perjuicio de la realización, en su 
caso, de inspecciones simultáneas con las autoridades tributarias 
designadas por los Estados con los que se haya suscrito un acuerdo bilateral 
que prevea el intercambio de información entre fiscos. 

 
Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 3º. 

 
 
 Artículo 46-BIS.- Quien incumpliera cualquiera de los deberes formales 
establecidos en el marco del régimen de precios de transferencia dispuesto 
por el presente Capítulo y su respectiva reglamentación, será sancionado en 
forma graduada de acuerdo con la gravedad del incumplimiento y demás 
circunstancias previstas en el artículo 100 del Código Tributario, bajo el 
régimen de multa establecido en el inciso cuarto del artículo 469 de la Ley 
N° 17.930, de 19 de diciembre de 2005, en la redacción dada por el artículo 
68 de la Ley N° 18.083, de 27 de diciembre de 2006. 
 

Fuente: Ley Nº 18.996, de 7 de noviembre de 2012, artículo 315. 
 

 
CAPÍTULO XVI 

VARIOS 
 
 Artículo 95. Responsabilidad solidaria.- Los socios de sociedades 
personales o directores de sociedades contribuyentes, serán solidariamente 
responsables del pago del impuesto.  

 
Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 3º. 

 
TÍTULO 7 

 
IMPUESTO A LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS (IRPF) 

 
CAPÍTULO 1 

 
NORMAS GENERALES 

 
 
 Artículo 3º. (Aspecto espacial del hecho generador).- Estarán gravadas 
por este impuesto: 
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1. Las rentas de fuente uruguaya, entendiéndose por tales las 
provenientes de actividades desarrolladas, bienes situados o 
derechos utilizados económicamente en la República. 

 
2. Los rendimientos del capital mobiliario, originados en depósitos, 

préstamos, y en general en toda colocación de capital o de crédito de 
cualquier naturaleza, en tanto tales rendimientos provengan de 
entidades no residentes. En el caso de inversiones en entidades no 
residentes que actúen por medio de un establecimiento permanente 
en la República, la reglamentación establecerá los criterios de 
inclusión en este numeral o en el numeral anterior.  

  
Se considerarán de fuente uruguaya: 

 
 I) Las retribuciones por servicios personales, dentro o fuera de la 

relación de dependencia, que el Estado pague o acredite a los 
sujetos a que refieren los apartados 1 a 4 del artículo 6° de este 
Título. 

 
 II) Las retribuciones por servicios personales desarrollados fuera del 

territorio nacional en relación de dependencia, siempre que tales 
servicios sean prestados a contribuyentes del Impuesto a las Rentas 
de las Actividades Económicas (IRAE), del Impuesto a las Rentas de 
las Personas Físicas (IRPF) o a las entidades a que refiere el 
artículo 7° de este Título.  

 
 III) Las rentas obtenidas por servicios de publicidad y propaganda, y los 

servicios de carácter técnico, prestados desde el exterior, fuera de la 
relación de dependencia, a contribuyentes del Impuesto a las Rentas 
de las Actividades Económicas, en tanto se vinculen a la obtención 
de rentas comprendidas en dicho impuesto. Los servicios de 
carácter técnico a que refiere este inciso son los prestados en los 
ámbitos de la gestión, técnica, administración o asesoramiento de 
todo tipo.  

 
Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer el porcentaje de renta que se 

considera de fuente uruguaya, cuando las rentas referidas en los apartados 
II) y III) se vinculen total o parcialmente a rentas no gravadas por el IRAE.  

 
Las rentas correspondientes al arrendamiento, uso, cesión de uso o 

enajenación de derechos federativos, de imagen y similares de deportistas 
inscriptos en entidades deportivas residentes, así como las originadas en 
actividades de mediación que deriven de las mismas, se considerarán 
íntegramente de fuente uruguaya.   
 

Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 8º. 
Inciso 1º) Ley Nº 18.718, de 24 de diciembre de 2010, artículo 2º. 

Inciso 2º) Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, artículo 792. 
Inciso 2º) numeral II) Ley Nº 18.996, de 7 de noviembre de 2012, artículo 317. 

Inciso 2º) numeral III) Ley Nº 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 717. 
Inciso 3º) Ley Nº 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 718. 
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 Artículo 6º. Residentes.- Se entenderá que el contribuyente tiene su 
residencia fiscal en territorio nacional, cuando se dé cualquiera de las 
siguientes circunstancias: 
 

A) Que permanezca más de 183 (ciento ochenta y tres) días durante el 
año civil, en territorio uruguayo. Para determinar dicho período de 
permanencia en territorio nacional se computarán las ausencias 
esporádicas en las condiciones que establezca la reglamentación, 
salvo que el contribuyente acredite su residencia fiscal en otro país. 

 
B) Que radique en territorio nacional el núcleo principal o la base de sus 

actividades o de sus intereses económicos o vitales.  
 
 De acuerdo con los criterios anteriores, se presumirá, salvo prueba en 
contrario, que el contribuyente tiene sus intereses vitales en territorio 
nacional, cuando residan habitualmente en la República, el cónyuge y los 
hijos menores de edad que dependan de aquél. Se consideran con 
residencia fiscal en territorio nacional, a las personas de nacionalidad 
uruguaya por su condición de: 
 

1. Miembros de misiones diplomáticas uruguayas, comprendiendo tanto 
al jefe de la misión, como a los miembros del personal diplomático, 
administrativo, técnico o de servicios de la misma. 

 
2. Miembros de las oficinas consulares uruguayas, comprendiendo tanto 

al jefe de las mismas como al funcionario o personal de servicios a 
ellas adscritos, con excepción de los vicecónsules honorarios o 
agentes consulares honorarios y del personal dependiente de los 
mismos. 

 
3. Titulares de cargo o empleo oficial del Estado uruguayo como 

miembros de las delegaciones y representaciones permanentes 
acreditadas ante organismos internacionales o que formen parte de 
delegaciones o misiones de observadores en el extranjero. 

 
4. Funcionarios en activo que ejerzan en el extranjero cargo o empleo 

oficial que no tenga carácter diplomático o consular. 
 

 Cuando no proceda la aplicación de normas específicas derivadas de los 
tratados internacionales en los que Uruguay sea parte, se considerarán no 
residentes, a condición de reciprocidad, los nacionales extranjeros que 
tengan su residencia habitual en territorio nacional, cuando esta 
circunstancia fuera consecuencia de alguno de los supuestos establecidos 
anteriormente. 
 
 Quienes no posean la nacionalidad uruguaya y presten servicios 
personales en zona franca, excluidos del régimen de tributación al Banco de 
Previsión Social, de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 de la Ley 
Nº 15.921, de 17 de diciembre de 1987, podrán optar por tributar en relación 
a las rentas del trabajo, por el Impuesto a las Rentas de los No Residentes. 
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 La opción a que refiere el inciso anterior sólo podrá ejercerse respecto a 
aquellas actividades que se presten exclusivamente en la zona franca, y los 
servicios antedichos no podrán formar parte directa ni indirectamente de 
otras prestaciones de servicios realizadas a residentes del territorio nacional 
no franco. 
 
 Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar a los residentes de nacionalidad 
uruguaya que presten servicios personales en relación de dependencia en 
Embajadas, Consulados y demás representaciones de países extranjeros 
con sede en la República, un crédito por el Impuesto a la Renta pagado en 
los referidos países por la prestación de dichos servicios. Dicho crédito será 
imputado como pago a cuenta del Impuesto a las Rentas de las Personas 
Físicas, en las condiciones que establezca la reglamentación. Dicha facultad 
será asimismo aplicable a las personas de nacionalidad uruguaya que 
presten servicios en relación de dependencia en las hipótesis comprendidas 
en los numerales 1 a 4 del presente artículo, y sean sometidos en el país en 
el que estén destinados, a tributación a la renta por tales servicios. 
 
 El crédito a imputar a que refiere el inciso anterior, no podrá exceder de la 
parte del Impuesto a las Rentas de las Personas Físicas, correspondiente a 
la renta generada en la prestación de dichos servicios.. 

 
Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 8º. 

Incisos 7º) y 8º) Ley Nº 18.172, de 31 de agosto de 2007, artículo 322. 
 
 

 Artículo 7º-BIS (Imputación de rentas de entidades no residentes).- En el 
caso en que personas físicas residentes participen en el capital de entidades 
no residentes, las rentas obtenidas por dichas entidades serán determinadas 
e imputadas a todos los efectos fiscales como propias por las referidas 
personas físicas en la proporción que tenga su participación en el patrimonio 
de aquéllas. 
 
 Las rentas objeto de imputación comprenderán exclusivamente los 
rendimientos del capital mobiliario incluidos en el numeral 2 del artículo 3° de 
este Título obtenidos por la entidad no residente, en tanto tales rentas 
pasivas estén sometidas a una tributación efectiva a la renta en el país de su 
residencia inferior a la tasa máxima vigente para el Impuesto a la Renta de 
las Personas Físicas correspondiente a la Categoría I (Rentas del Capital).  

 
Fuente: Ley Nº 18.718. de 24 de diciembre de 2010, artículo 4º. 
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SECCIÓN II 
INCREMENTOS PATRIMONIALES 

 
CAPÍTULO II 

 
CATEGORIA I 

RENDIMIENTOS DE CAPITAL, INCREMENTOS PATRIMONIALES 
Y RENTAS IMPUTADAS 

 
 Artículo 20. Resultado de enajenaciones de inmuebles.- Cuando se trate 
de la enajenación o promesa de enajenación de inmuebles, la renta derivada 
de dicha operación estará constituida por la diferencia entre los siguientes 
conceptos: 
 
 A) El precio de la enajenación o de la promesa en su caso, o el valor 

determinado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 25 de este Título 
según corresponda. En ningún caso el valor considerado podrá ser 
inferior al valor real vigente fijado por la Dirección Nacional de 
Catastro. 

 
 B) La suma del costo fiscal actualizado del inmueble enajenado más el 

Impuesto a las Transmisiones Patrimoniales de cargo del enajenante. 
 
 El costo fiscal surgirá de aplicar al valor de adquisición el incremento del 
valor de la unidad indexada entre el primer día del mes inmediato siguiente 
al de dicha adquisición y el último día del mes inmediato anterior al de la 
enajenación. Si a la fecha de adquisición no existiera la unidad indexada, se 
aplicará el incremento del Indice de Precios al Consumo hasta la fecha en 
que dicha unidad comenzó a tener vigencia. 
 
 En el caso de que dicho inmueble hubiera sido adquirido sin precio, se 
aplicarán las normas del artículo 25 de este Título. 
 
 Si al inmueble se le hubieran realizado mejoras, el costo de dichas 
mejoras, debidamente documentado, se incorporará al citado valor fiscal al 
momento de la factura respectiva, y se actualizará de acuerdo al 
procedimiento señalado. En el caso de los costos correspondientes a mano 
de obra, se requerirá que por las retribuciones correspondientes se haya 
liquidado y pagado el Aporte Unificado de la Construcción. 
 
 En el caso de trasmisiones de inmuebles originadas en donaciones o 
enajenaciones a título gratuito, el valor en plaza no podrá ser inferior al valor 
real vigente fijado por la Dirección Nacional de Catastro.  
 
 Para los inmuebles no rurales adquiridos con anterioridad al 1° de julio de 
2007, el contribuyente podrá optar por determinar la renta computable, 
aplicando al precio de venta o al valor en plaza, según corresponda, el 15% 
(quince por ciento). En ningún caso el valor considerado para la aplicación 
del referido porcentaje podrá ser inferior al valor real vigente fijado por la 
Dirección Nacional de Catastro.  
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 Para los inmuebles rurales adquiridos con anterioridad al 1° de julio de 
2007, el contribuyente podrá optar por determinar la renta computable, 
aplicando al valor en plaza del inmueble al 1° de julio de 2007, el 15% 
(quince por ciento), más la diferencia entre el precio de la transacción del 
inmueble y el valor en plaza del inmueble al 1° de julio de 2007, siempre que 
esta diferencia sea positiva. En ningún caso el valor considerado para la 
aplicación del referido porcentaje podrá ser inferior al valor real vigente fijado 
por la Dirección Nacional de Catastro. Lo dispuesto en el presente inciso 
regirá para enajenaciones de inmuebles realizadas a partir del 1° de enero 
de 2012.  
 
 Para la determinación del valor en plaza del inmueble al 1° de julio de 
2007, se deflactará el precio de la transacción aplicando el Índice Medio del 
Incremento de los Precios de Venta de los Inmuebles Rurales (IMIPVIR), 
publicado al último día del mes inmediato a la enajenación, en las 
condiciones que determine el Poder Ejecutivo. A los efectos de determinar la 
diferencia a que refiere el inciso anterior, dicho resultado se ajustará por el 
incremento del valor de la unidad indexada entre el 1° de julio de 2007 y el 
último día del mes del índice utilizado (IMIPVIR). 
 
 En el caso de transmisión de inmuebles originadas en donaciones o 
enajenaciones a título gratuito, se reputará valor de adquisición al valor real 
vigente fijado por la Dirección Nacional de Catastro.  
 
 Lo recaudado en virtud de la enajenación de inmuebles rurales a que 
refiere el presente artículo realizadas a partir del 1° de enero de 2012, será 
afectado a políticas de desarrollo del Instituto Nacional de Colonización.  
 
 Cuando se trate de transmisiones de inmuebles cuyo importe total supere 
el equivalente a 40.000 UI (cuarenta mil unidades indexadas), el cómputo del 
valor de adquisición estará condicionado a que el pago del precio en dinero 
de la referida operación se hubiera cumplido a través de medios de pago 
electrónicos, cheques certificados cruzados no a la orden o letras de cambio 
cruzadas emitidas por una institución de intermediación financiera a nombre 
del comprador.  

 
Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 8º. 

 Inciso 5º) Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, artículo 798. 
 Incisos 6º), 7º), 8º), 9º) y 10º) Ley Nº 18.876, de 29 de diciembre de 2011, artículo 13. 

 Inciso 11º) Ley Nº 19.210, de 29 de abril de 2014, artículo 63. 
 
 Artículo 22. Rentas originadas en otras transmisiones patrimoniales.- 
Para las rentas originadas en otras transmisiones patrimoniales se aplicarán 
los mismos criterios en materia de determinación que los establecidos para 
las enajenaciones de inmuebles, siempre que se pueda comprobar 
fehacientemente, de acuerdo a los criterios que establezca la 
reglamentación, el valor fiscal de los bienes objeto de transmisión. 
 

Si ello no fuera posible, la renta computable originada en estas 
operaciones resultará de aplicar el 20% (veinte por ciento) al precio de 
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enajenación, excluido el Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales cuando 
la operación estuviera alcanzada por dicho tributo. 

 
En el caso de los bienes adquiridos con anterioridad a la entrada en 

vigencia de la presente ley, los contribuyentes podrán optar por determinar la 
renta computable aplicando al precio de la enajenación el porcentaje a que 
refiere el inciso anterior.  

 
Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 8º. 

 
SECCION III 

 NORMAS GENERALES APLICABLES A LAS 
RENTAS  DE LA CATEGORIA I  

 
CAPÍTULO II 

 
 CATEGORÍA I 

RENDIMIENTOS DE CAPITAL, INCREMENTOS 
PATRIMONIALES Y RENTAS IMPUTADAS 

 
 Artículo 27.- Están exonerados de este impuesto: 
 

A) Los intereses de los títulos de deuda pública, así como cualquier otro 
rendimiento de capital o incremento patrimonial, derivados de la 
tenencia o transferencia de dichos instrumentos.  

 
B) Los resultados obtenidos en los Fondos de Ahorro Previsional.  

 
 

C) Los dividendos y utilidades distribuidos por entidades residentes y 
establecimientos permanentes, derivados de la tenencia de 
participaciones de capital, con excepción de los pagados o 
acreditados por los contribuyentes del Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas correspondientes a: 

 
 i) Rentas gravadas por dicho tributo. 
 
 ii) Rendimientos del capital mobiliario, originados en depósitos, 

préstamos, y en general en toda colocación de capital o de crédito 
de cualquier naturaleza, en tanto tales rendimientos provengan de 
entidades no residentes y constituyan rentas pasivas. 

 
Al solo efecto de lo dispuesto en el presente literal, asimismo 

se considerarán contribuyentes del Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas todas aquellas entidades que se 
encuentren nominadas en los numerales 1) a 8) del literal A) del 
artículo 3° del Título 4 del Texto Ordenado 1996, aún cuando 
todas sus rentas sean de fuente extranjera. 
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Cuando un contribuyente del Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas participe en el patrimonio de una 
entidad no residente, y ésta verifique la hipótesis de baja 
tributación a que refiere el artículo 7° bis de este Título, las 
rentas a que refiere el apartado ii) anterior, obtenidas por la 
entidad no residente, se imputarán a dicho contribuyente al solo 
efecto de determinar los dividendos y utilidades gravados por el 
Impuesto a las Rentas de las Personas Físicas. De igual modo, 
cuando una persona física residente participe en el patrimonio 
de una entidad no residente, y ésta reciba los dividendos y 
utilidades a que refiere el apartado ii) distribuidos por un 
contribuyente del Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas, dichas utilidades y dividendos se imputarán a todos 
los efectos a las citadas personas físicas como propias, siempre 
que la entidad no residente verifique la hipótesis de baja 
tributación establecida en el artículo 7° bis de este Título. 

 
Se incluye en el concepto de dividendos y utilidades gravados 

a aquellos que sean distribuidos por los contribuyentes del 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas que 
hayan sido beneficiarios de dividendos y utilidades distribuidos 
por otro contribuyente del tributo, a condición de que en la 
entidad que realizó la primera distribución, los mismos se hayan 
originado en las rentas a que refieren los apartados i) e ii) de 
este literal. 

 
Estarán exentas las utilidades comprendidas en el apartado i) 

de este literal, distribuidas por las sociedades personales cuyos 
ingresos no superen el límite que fije el Poder Ejecutivo, quien 
queda facultado a considerar el número de dependientes, la 
naturaleza de la actividad desarrollada u otros criterios objetivos. 

 
Los dividendos y utilidades originados en rendimientos 

comprendidos en el apartado ii) de este literal se considerarán 
distribuidos al momento del devengamiento de las rentas que les 
den origen, salvo que la entidad tenga contabilidad suficiente en 
las condiciones que establezca la reglamentación. 

 
Asimismo estarán exentos los dividendos pagados o 

acreditados por los contribuyentes del Impuesto a la Renta de 
las Actividades Económicas y del Impuesto a la Enajenación de 
Bienes Agropecuarios, en tanto las acciones que dan lugar al 
pago o crédito de los mismos coticen en Bolsas de Valores 
habilitadas a operar en la República. 

 
También estarán exentas las utilidades distribuidas por los 

sujetos prestadores de servicios personales fuera de la relación 
de dependencia que hayan quedado incluidos en el Impuesto a 
las Rentas de las Actividades Económicas en aplicación de la 
opción del artículo 5° del Título 4 del Texto Ordenado 1996. Esta 
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exoneración alcanza exclusivamente a las utilidades derivadas 
de la prestación de servicios personales. 

 
Fuente: Literal A) Ley Nº 18.719 de 27.12.010, artículos 799 y 3º.  

Literal C), incisos 3º) y 4º) redacción dada por: Ley Nº 18.996 de 07/11/2012 artículo 321.  
Inciso tercero y cuarto del ii) Ley Nº 18.996, de 7 de noviembre de 2012, artículos 321 y 2º. 

Inciso quinto del ii) Ley Nº 19.438, de 14 de octubre de 2016, artículos 166 y 2º.  
Último inciso del ii) Ley Nº 19.438,  de 14 de octubre de 2016, artículos 167 y 2º. 

Literal C): Ley Nº 18.718 de 24.12.010, artículo 7º y 14º. 
 

D) Los incrementos patrimoniales originados en rescates en el patrimonio 
de entidades contribuyentes del Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas, del Impuesto a la Enajenación de Bienes 
Agropecuarios, del Impuesto a las Sociedades Anónimas Financieras 
de Inversión y en entidades exoneradas de dichos tributos en virtud de 
normas constitucionales.  

 
E) Derogado.-  
 

Fuente: Ley Nº 19.149, de 24 de octubre de 2013, artículos.2º y 364. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
F) Las donaciones efectuadas a organismos públicos. Quedarán 

asimismo exoneradas las donaciones recibidas.  
 
G) Las rentas producidas por la diferencia de cambio originada en la 

tenencia de moneda extranjera o en depósitos y créditos en dicha 
moneda  

 
H) Las rentas producidas por el reajuste originado en la tenencia de 

valores reajustables, depósitos o créditos sometidos a cláusulas de 
reajuste.  

 
I)  Los incrementos patrimoniales derivados de las transmisiones 

patrimoniales cuando el monto de las mismas consideradas 
individualmente no supere las 30.000 U.I. (treinta mil unidades 
indexadas) y siempre que la suma de las operaciones que no exceda 
dicho monto, sea inferior en el año a las 90.000 U.I.(noventa mil 
unidades indexadas). Si no existiera precio se tomará el valor en plaza 
para determinar dicha comparación.  

 
J) Las rentas derivadas de arrendamientos de inmuebles cuando la 

totalidad de las mismas no superen las cuarenta Bases de 

Texto derogado.-  
 
Las rentas originadas en la enajenación de acciones y demás 
participaciones en el capital de entidades contribuyentes del 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas, y de 
entidades exoneradas de dicho tributo en virtud de normas 
constitucionales y sus leyes interpretativas, cuando ese capital 
esté expresado en títulos al portador. 
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Prestaciones y Contribuciones (BPC) anuales, siempre que el titular 
autorice expresamente el levantamiento del secreto bancario a que 
refiere el artículo 25 del Decreto-Ley Nº 15.322, de 17 de setiembre de 
1982. Esta exoneración no operará cuando el titular genere, además, 
otros rendimientos de capital que superen las 3 BPC anuales.  

 
K) Las rentas derivadas de investigación y desarrollo en las áreas de 

biotecnología y bioinformática, y las obtenidas por la actividad de 
producción de soportes lógicos y de los servicios vinculados a los 
mismos, que determine el Poder Ejecutivo, siempre que los bienes y 
servicios originados en las antedichas actividades sean aprovechados 
íntegramente en el exterior.  

 
L) Los incrementos patrimoniales derivados de la enajenación, promesa 

de enajenación o cesión de promesa de enajenación de inmuebles que 
constituyan la vivienda permanente del enajenante, siempre que se 
cumplan conjuntamente las siguientes condiciones:  

 
1. Que el monto de la operación no supere 1.200.000 U.I (un millón 

doscientas mil unidades indexadas).  
 
2. Que al menos el 50% (cincuenta por ciento) del producido se 

destine a la adquisición de una nueva vivienda permanente del 
contribuyente.  

 
3. Que entre la enajenación o promesa de enajenación o cesión de 

promesa de enajenación del inmueble y la adquisición o promesa 
de adquisición de la nueva vivienda, no medie un lapso superior a 
doce meses.  

 
4. Que el valor de adquisición de la nueva vivienda no sea superior a 

1.800.000 U.I. (un millón ochocientas mil unidades indexadas). Los 
mecanismos de retención del impuesto para enajenaciones, 
promesas de enajenación o cesiones de promesa de enajenación 
de inmuebles que establezca el Poder Ejecutivo serán aplicables a 
las operaciones a que refiere este literal. En tal hipótesis el 
contribuyente podrá solicitar un crédito por el impuesto abonado en 
exceso, aún cuando las condiciones referidas en los numerales 
precedentes se cumplan en ejercicios diferentes. Interprétase que 
las cesiones de participaciones en sociedades civiles de propiedad 
horizontal, de acuerdo a lo dispuesto por el Decreto Ley Nº 14.804, 
de 14 de julio de 1978, y Decreto Ley Nº 15.460, de 16 de 
setiembre de 1983, que cumplan las condiciones antedichas, 
también estarán exoneradas.  

 
M) Los premios de los juegos de azar y de carreras de caballos, los que 

mantendrán su tributación específica para cada caso.  
 

N) Los dividendos y utilidades distribuidos por entidades no residentes, 
cuando los rendimientos y los incrementos patrimoniales que les den 
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origen, provengan de activos cuyos rendimientos sean objeto de los 
regímenes de imputación definidos en el artículo 7º Bis y en el literal  C) 
del artículo 27 de este Título.  
 
N) Los incrementos patrimoniales originados en la transferencia o 

enajenación de acciones, obligaciones y valores emitidos por los 
fideicomisos financieros, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 27 
de la Ley Nº 17.703, de 27 de octubre de 2003, que verifiquen 
simultáneamente las siguientes condiciones:  

 
1)   Que su emisión se haya efectuado mediante suscripción pública 

con la debida publicidad de forma de asegurar su transparencia 
y generalidad.  

 
2)   Que dichos instrumentos tengan cotización bursátil en el país, de 

acuerdo con las condiciones que establezca la reglamentación.  
 
3)   Que el emisor se obligue, cuando el proceso de adjudicación no 

sea la licitación y exista un exceso de demanda sobre el total de 
la emisión, una vez contempladas las preferencias admitidas por 
la reglamentación, a adjudicarla a prorrata de las solicitudes 
efectuadas. El Poder Ejecutivo podrá establecer excepciones a 
lo dispuesto en el presente apartado.  

 
El resultado de la venta de acciones y obligaciones que 

cotizan en bolsa al 30 de setiembre de 2010 estará exento 
aunque no se cumplan los requisitos precedentes.  

 
Ñ) Los dividendos y utilidades distribuidos por entidades no 

residentes, cuando las rentas que les den origen sean de fuente 
uruguaya y en tanto tales rentas estén comprendidas en el 
Impuesto a las Rentas de los No Residentes.  

 
 
O) Los incrementos patrimoniales derivados de las transmisiones 

patrimoniales de bienes inmuebles ocasionadas en 
expropiaciones.  

 
Fuente: Ley Nº 18.910, de 25 de mayo de 2012, artículo 2º.  

Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 8º.  
Ley Nº 18.172, de 31 de agosto de 2007, artículo 321.  

Ley Nº 18.627, de 2 diciembre de 2009, artículo 129.  
Ley Nº 18.718, de 24 de diciembre de 2010, artículos 7º, 8º y 14.  
Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, artículos 799 al 803.  

Ley Nº 18.910, de 25 de mayo de 2012, artículo 2º.  
Ley Nº 18.996, de 7 de noviembre de 2012, artículo 321.  

Ley Nº 19.149, de 24 de octubre de 2013, artículos 2º y 364.  
Ley Nº 19.438, de 14 de octubre de 2016, artículos.166 y 167.  
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TÍTULO 8 
 

IMPUESTO A LAS RENTAS DE LOS NO RESIDENTES 
 

 Artículo 3º. (Fuente uruguaya).- Estarán alcanzadas por este impuesto 
las rentas provenientes de actividades desarrolladas, bienes situados o 
derechos utilizados económicamente en la República. 

 
 Se considerarán de fuente uruguaya las rentas obtenidas por servicios de 
publicidad y propaganda y los servicios de carácter técnico, prestados desde 
el exterior, fuera de la relación de dependencia, a contribuyentes del 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas, en tanto se vinculen 
a la obtención de rentas comprendidas en dicho impuesto. Los servicios de 
carácter técnico a que refiere este inciso son los prestados en los ámbitos de 
la gestión, técnica, administración o asesoramiento de todo tipo. 
 
 Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer el porcentaje de renta que se 
considera de fuente uruguaya, cuando las rentas referidas en los apartados 
anteriores se vinculen total o parcialmente a rentas no gravadas por el IRAE. 
 
 Las rentas correspondientes al arrendamiento, uso, cesión de uso o 
enajenación de derechos federativos, de imagen y similares de deportistas 
inscriptos en entidades deportivas residentes, así como las originadas en 
actividades de mediación que deriven de las mismas, se considerarán 
íntegramente de fuente uruguaya.  
 

No se considerarán de fuente uruguaya, las retribuciones del personal 
diplomático, consular y asimilados, acreditados ante la República. 

 
Fuente: Ley Nº 18.719 de 27 de diciembre de 2010, artículo 812. 

Inciso 2º): Ley Nº 19.355 de 19 de diciembre de 2015, artículo 720. 
Inciso 4º): Ley Nº 19.355 de 19 de diciembre de 20155, artículo 721. 

 
 
 Artículo 12. Monto imponible.- El monto imponible estará constituido: 
 
 A) En el caso de las rentas del literal A) y del literal B) del artículo 2º del 

presente Título por el total de los ingresos de fuente uruguaya. 
 
 B) En el caso de las rentas del literal C) y D) del mencionado artículo 2º 

de este Título, por las rentas computables de acuerdo a lo establecido 
para el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas (IRPF). 

 
 No se podrán compensar resultados positivos y negativos entre las rentas 
de los distintos literales del artículo 2º de este Título. En el caso de las 
rentas del literal D) la compensación se regirá por lo establecido en el IRPF. 
 
 Se podrán deducir los créditos incobrables dentro de los límites que 
establezca la reglamentación. 
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 Cuando se apliquen retenciones sobre rentas giradas o acreditadas al 
exterior, la base imponible de dichas retenciones se determinará sumando el 
monto neto girado o acreditado y la retención correspondiente. 

 
Fuente: Ley Nº 18.083 de 27 de diciembre de 2015, artículo 9. 

 
 
 Artículo 14.- Tasa.- Las alícuotas del impuesto se aplicarán en forma 
proporcional de acuerdo con el siguiente detalle: 
 
CONCEPTO TASA 
 
Intereses correspondientes a depósitos en moneda nacional y en 
unidades indexadas, a más de un año en instituciones de 
intermediación financiera. 
 

 
7% 

Intereses de obligaciones y otros títulos de deuda, emitidos a 
plazos mayores a tres años, mediante suscripción pública y 
cotización bursátil. 

7% 

 
Intereses correspondientes a los depósitos, a un año o menos, 
constituidos en moneda nacional sin cláusula de reajuste. 

 
7% 

 
Dividendos o utilidades pagados o acreditados por contribuyentes 
del IRAE y los dividendos o utilidades fictos a que refiere el 
artículo 12 bis de este Título. 
 

 
7% 

Rentas de certificados de participación emitidos por fideicomisos 
financieros mediante suscripción pública y cotización bursátil a 
plazos de más de 3 años. 

7% 

 
Rentas obtenidas por entidades residentes, domiciliadas, 
constituidas o ubicadas en países o jurisdicciones de baja o nula 
tributación o que se beneficien de un régimen especial de baja o 
nula tributación, excepto dividendos o utilidades pagados o 
acreditados por contribuyentes del IRAE. 

 
25% 

Restantes rentas 12% 
 

 
Fuente: Ley Nº19.438, de 14 de octubre de 2016, artículo 171.  

Ley Nº 18.083,  de 27 de diciembre de 2015,  artículo 9. 
Ley Nº 18.627,  de 2 de diciembre de 2009,  artículo 130. 

 
 
 Artículo 15.- Rentas exentas.- Están exonerados de este impuesto:  
 
 A) Los intereses de los títulos de deuda pública, así como cualquier otro 

rendimiento de capital o incremento patrimonial, derivados de la 
tenencia o transferencia de dichos instrumentos.  

 
 B) Los intereses de los préstamos otorgados a contribuyentes del 

Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas cuyos activos 
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afectados a la obtención de rentas no gravadas por ese tributo 
superen el 90% (noventa por ciento) del total de sus activos 
valuados según normas fiscales. A tales efectos se considerará la 
composición de activos del ejercicio anterior.  

 
C) Los dividendos y utilidades distribuidos, derivados de la tenencia de 

participaciones de capital, con excepción de los pagados o acreditados 
por los contribuyentes del Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas correspondientes a rentas gravadas por dicho tributo, 
devengadas en ejercicios iniciados a partir de la vigencia de esta ley. 
Se incluye en el concepto de dividendos y utilidades gravados a 
aquellos que sean distribuidos por los contribuyentes del IRAE que 
hayan sido beneficiarios de dividendos y utilidades distribuidos por otro 
contribuyente del tributo, a condición de que en la sociedad que realizó 
la primera distribución, los mismos se hayan originado en rentas 
gravadas por el IRAE. Estarán exentas las utilidades distribuidas por 
las sociedades personales cuyos ingresos no superen el límite que fije 
el Poder Ejecutivo, quien queda facultado a considerar el número de 
dependientes, la naturaleza de la actividad desarrollada u otros 
criterios objetivos.  

 
Asimismo estarán exentos los dividendos pagados o acreditados 

por los contribuyentes del Impuesto a la Renta de las Actividades 
Económicas y del Impuesto a la Enajenación de Bienes 
Agropecuarios, en tanto las acciones que dan lugar al pago a crédito 
de los mismos coticen en bolsa de Valores.  

 
 D) Los incrementos patrimoniales originados en rescates en el 

patrimonio de entidades contribuyentes del Impuesto a las Rentas de 
las Actividades Económicas, del Impuesto a la Enajenación de 
Bienes Agropecuarios, del Impuesto a las Sociedades Anónimas 
Financieras de Inversión y en entidades exoneradas de dichos 
tributos en virtud de normas constitucionales.  

 
 E) Derogado 
 
 
 
 
 
 
 
 
 F) Las rentas producidas por la diferencia de cambio originada en la 

tenencia de moneda extranjera o en depósitos y créditos en dicha 
moneda.  

 
 G) Las rentas producidas por el reajuste originado en la tenencia de 

valores reajustables, depósitos o créditos sometidos a cláusulas de 
reajuste.  

Texto derogado: E) Las rentas originadas en la 
enajenación de acciones, y demás 
participaciones en el capital de entidades 
contribuyentes del Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas, y de entidades 
exoneradas de dicho tributo por normas 
constitucionales y sus leyes interpretativas, 
cuando ese capital esté expresado en títulos al 
portador. 
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 H) Las donaciones a entes públicos.  
 
 I) Los incrementos patrimoniales derivados de las transmisiones 

patrimoniales cuando el precio de las mismas consideradas 
individualmente no supere las 30.000 U.I. (treinta mil unidades 
indexadas) y siempre que la suma de las operaciones que no 
exceda dicho monto, sea inferior en el año a las 90.000 U.I. (noventa 
mil unidades indexadas). Si no existiera precio se tomará el valor en 
plaza para determinar dicha comparación.  

 
 J) Las correspondientes a compañías de navegación marítima o aérea. 

En caso de compañías extranjeras la exoneración regirá siempre 
que en el país de su nacionalidad las compañías uruguayas de igual 
objeto, gozaren de la misma franquicia. Facúltase al Poder Ejecutivo 
a exonerar a las compañías extranjeras de transporte terrestre, a 
condición de reciprocidad.  

 
 K) Las rentas correspondientes a fletes para el transporte marítimo o 

aéreo de bienes al exterior de la República, estarán exentas en 
todos los casos.  

 
 L) Las provenientes de actividades desarrolladas en el exterior, y en los 

recintos aduaneros, recintos aduaneros portuarios, depósitos 
aduaneros y zonas francas, por entidades no residentes, con 
mercaderías de origen extranjero manifestadas en tránsito o 
depositadas en dichos exclaves, cuando tales mercaderías no 
tengan origen en territorio aduanero nacional, ni estén destinadas al 
mismo. La exoneración será asimismo aplicable cuando las citadas 
mercaderías tengan por destino el territorio aduanero nacional, 
siempre que tales operaciones no superen en el ejercicio el 5% 
(cinco por ciento) del monto total de las enajenaciones de 
mercaderías en tránsito o depositadas en los exclaves, que se 
realicen en dicho período. En tal caso será de aplicación al 
importador el régimen de precios de transferencia.  

 
 M) Las obtenidas por los organismos oficiales de países extranjeros a 

condición de reciprocidad.  
 
 N) Las que obtengan los organismos internacionales a los que se halle 

afiliado el Uruguay, y los intereses y reajustes correspondientes a 
préstamos otorgados por instituciones financieras estatales del 
exterior para la financiación a largo plazo de proyectos productivos.  

 
 O) Los premios de los juegos de azar y de carreras de caballos, los que 

mantendrán su tributación específica para cada caso.  
 
 P) Las rentas pagadas o acreditadas por la fundación creada por el 

"Institut Pasteur" de París de conformidad con la Ley Nº 17.792, de 
14 de julio de 2004, correspondientes a servicios prestados desde el 
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exterior y a adquisiciones de bienes inmateriales producidos en el 
exterior.  

 
 Q) Los resultados obtenidos en los Fondos de Ahorro Previsional.  
 
 R) Los incrementos patrimoniales originados en la transferencia o 

enajenación de acciones, obligaciones y valores emitidos por los 
fideicomisos financieros, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 27 
de la Ley N° 17.703, de 27 de octubre de 2003, que verifiquen 
simultáneamente las siguientes condiciones:  

 
 1) Que su emisión se haya efectuado mediante suscripción pública 

con la debida publicidad de forma de asegurar su transparencia y 
generalidad. 

 
 2) Que dichos instrumentos tengan cotización bursátil en el país, de 

acuerdo con las condiciones que establezca la reglamentación. 
 
 3) Que el emisor se obligue, cuando el proceso de adjudicación no 

sea la licitación y exista un exceso de demanda sobre el total de 
la emisión, una vez contempladas las preferencias admitidas por 
la reglamentación, a adjudicarla a prorrata de las solicitudes 
efectuadas. El Poder Ejecutivo podrá establecer excepciones a lo 
dispuesto en el presente literal. 

 
 El resultado de la venta de acciones y obligaciones que cotizan en 

bolsa al 30 de setiembre de 2010 estará exento aunque no se 
cumplan los antedichos requisitos.  

 
 S) Los incrementos patrimoniales derivados de las transmisiones 

patrimoniales de bienes inmuebles ocasionadas en expropiaciones.  
 

Fuente: Ley Nº 18.083 de 27 de diciembre de 2006 , artículo 9. 
Literal A) Ley Nº 18.719 de27 de diciembre de 2010,  artículo 813. 
Literal F) Ley Nº 18.719 de 27 de diciembre de 2010, artículo 814. 
Literal G) Ley Nº 18.719 de 27 de diciembre de 2010, artículo 815. 

Literal C) Ley Nº 18.172 de 31 de agosto de 2007, artículo 321. 
Literal Q) Ley Nº 18.719 de 27 de diciembre de 2010, artículo 831. 

Literal R) Ley Nº 18.719 de de 27 de diciembre de 2010, artículo 816. 
Literal S) por: Ley Nº 18.910 de 25 de mayo de 2012,  artículo 6. 

Inciso 1º)  literal C) Ley Nº 18.627 de 2 de diciembre de 2009, artículo 131. 
 

 
 Artículo 16. Liquidación y pago.- La liquidación y pago se realizarán 
anualmente, en las condiciones que establezca el Poder Ejecutivo, el que 
queda facultado para disponer pagos a cuenta en el ejercicio, pudiendo, a tal 
fin, aplicar otros índices, además de los establecidos en el artículo 31 del 
Código Tributario, y sin las limitaciones establecidas en el artículo 21 del 
Título 1 del Texto Ordenado 1996.  

Cuando la totalidad del impuesto hubiera sido objeto de retención, el 
contribuyente podrá optar por no efectuar la declaración jurada 
correspondiente.  
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Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer regímenes de liquidación 
simplificada de este tributo.  

 
Fuente: Ley Nº 18.083 de 27 de diciembre de 2006, artículo 9. 

 
TÍTULO 14 

IMPUESTO AL PATRIMONIO 
 
 Artículo 15. El patrimonio de las personas jurídicas, de las personas 
jurídicas del exterior y el afectado a actividades comprendidas en el 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE), se avaluarán, 
en lo pertinente, por las normas que rijan para dicho impuesto. 
 
 El valor de los inmuebles urbanos y suburbanos, a excepción de los que 
sirven de asiento a explotaciones industriales o comerciales realizadas 
directamente por sus propietarios, se computará por el mayor entre el valor 
real y el determinado conforme a las normas aplicables para la liquidación 
del IRAE, vigente al cierre del ejercicio.  
 
El valor de los bienes inmuebles rurales se computará:  
 

A)  En el caso de las entidades comprendidas en el artículo 52 de este 
Título, por el mayor valor entre el determinado de acuerdo al inciso 
tercero del literal A) del artículo 9° de este Título y el determinado de 
conformidad con las normas aplicables para la liquidación del IRAE. 

 
B)  Para las restantes entidades, el mismo se determinará conforme al 

inciso tercero del literal A) del artículo 9° citado. 
 
 Los bienes muebles del equipo industrial directamente afectados al ciclo 
productivo y que se adquieran con posterioridad al 1º de enero de 1988, se 
computarán por el 50% (cincuenta por ciento) de su valor fiscal. 
 
 Facúltase al Poder Ejecutivo a conceder a las industrias manufactureras y 
extractivas una deducción complementaria de hasta el 25% (veinticinco por 
ciento) del patrimonio ajustado fiscalmente, en función de la distancia de su 
ubicación geográfica con respecto a Montevideo. 
 
 Sólo se admitirá deducir como pasivo:  
 
 A) El promedio en el ejercicio de los saldos a fin de cada mes de las 

deudas contraídas en el país con: 
 

1. Los Bancos públicos y privados. 
 
2. Las Casas Financieras.  
 
3. Las Cooperativas de Ahorro y Crédito comprendidas en el artículo 

28 del Decreto-Ley Nº 15.322, de 17 de setiembre de 1982. 
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4. Las empresas cuya actividad habitual y principal sea la de 
administrar créditos interviniendo en las ventas de bienes y 
prestaciones de servicios realizadas por terceros, o la de realizar 
préstamos en dinero, cualquiera sea la modalidad utilizada a tal 
fin. 

 
5. Los fondos de inversión cerrados de crédito.  
 
6. Los fideicomisos, con excepción de los de garantía. Las entidades 

acreedoras mencionadas en el inciso anterior deberán entregar al 
deudor anualmente una constancia de los referidos saldos, dentro 
de los 90 días de la fecha de determinación del patrimonio. 

 
 B) Las deudas contraídas con Estados, con organismos internacionales 

de crédito que integre el Uruguay, con la Corporación Nacional para 
el Desarrollo y con instituciones financieras estatales del exterior 
para la financiación a largo plazo de proyectos productivos. 

 
C)  Las deudas contraídas con proveedores de bienes y servicios de todo 

tipo, salvo préstamos, colocaciones, garantías y saldos de precios de 
importaciones, siempre que dichos bienes y servicios se destinen a la 
actividad del deudor.  

 
Las deudas a que refiere este literal, cuyo acreedor sea una persona 
de Derecho Público no contribuyente de este impuesto, no serán 
deducibles. 

 
 D) Las deudas por tributos y prestaciones coactivas a personas 

públicas no estatales, cuyo plazo para el pago no haya vencido al 
cierre del ejercicio.  

 
 E) Las deudas documentadas en debentures u obligaciones, siempre 

que su emisión se haya efectuado mediante suscripción pública y 
que dichos papeles tengan cotización bursátil. Las deudas emitidas 
a partir de la vigencia de esta ley documentadas en obligaciones, 
debentures y otros títulos de deuda, siempre que en su emisión se 
verifiquen simultáneamente las siguientes condiciones: 

 
1. Que tal emisión se haya efectuado mediante suscripción pública 

con la debida publicidad de forma de asegurar su transparencia 
y generalidad.  

 
2. Que dichos instrumentos tengan cotización bursátil.  
 
3. Que el emisor se obligue, cuando el proceso de adjudicación no 

sea la licitación y exista un exceso de demanda sobre el total de 
la emisión, una vez contempladas las preferencias admitidas por 
la reglamentación, a adjudicarla a prorrata de las solicitudes 
efectuadas.  
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Asimismo serán deducibles las deudas documentadas en los 
instrumentos a que refiere el presente literal, siempre que sean 
nominativos y que sus tenedores sean organismos estatales o fondos 
de ahorro previsional (Ley Nº 16.774, de 27 de setiembre de 1996). 

 
Las limitaciones establecidas en el presente inciso no serán 

aplicables a los sujetos pasivos referidos en el literal C) del artículo 45, 
del Texto Ordenado 1996. 

 
 Cuando existan activos en el exterior, activos exentos, bienes excluidos y 
bienes no computables de cualquier origen y naturaleza, se computará como 
pasivo el importe de las deudas deducibles que exceda el valor de dichos 
activos. 
 
 El monto equivalente a la cuota parte de la Responsabilidad Patrimonial 
Neta Mínima de las Empresas Bancarias correspondiente a la inversión en 
sucursales y en subsidiarias en el exterior, será considerado activo gravado 
a los efectos del cálculo del pasivo computable. Al monto referido se le 
deducirá la suma de 'Obligaciones Subordinadas' que integra el concepto de 
Responsabilidad Patrimonial Neta Mínima. 
 
 Las entidades que a continuación se detallan aplicarán las normas de 
valuación dispuestas por los artículos 9° y 13 de este Título:  
 
 i) Las personas físicas, los núcleos familiares, las sucesiones indivisas 

y las entidades incluidas en el literal B) del inciso tercero del 
presente artículo, así como las sociedades personales comprendidas 
en el literal A) del mismo inciso, por el patrimonio afectado a 
explotaciones agropecuarias. No obstante, en el caso que dichas 
entidades liquiden el IRAE en base al régimen de contabilidad 
suficiente, podrán optar por aplicar las normas de valuación 
establecidas para dicho impuesto, salvo en lo relativo a los bienes 
inmuebles rurales, los cuales se valuarán en todos los casos 
conforme al inciso tercero del presente artículo.  

 
 ii ) Las entidades que no hagan uso de la opción prevista en el literal C) 

del artículo 1° de este Título.  
 

Fuente: Ley Nº 18.083 de 27 de diciembre de 2006, artículo 43. 
Inciso 2º) Ley Nº 19.088 de 14 de junio de 2013, artículo 10. 
Inciso 8º) Ley Nº 19.088 de 14 de junio de 2013, artículo 11. 

 
 
 Artículo 45. Las tasas del impuesto se aplicarán sobre el patrimonio 
gravado según la siguiente escala: 
 
 A) Las personas físicas, núcleos familiares y sucesiones indivisas:  
 
 1) Por hasta 1 vez el mínimo no imponible de sujeto pasivo 0,70%  
 
 2) Por más de 1 vez y hasta 2 veces 1,10%  
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 3) Por más de 2 y hasta 4 veces 1,40%  
 
 4) Por más de 4 y hasta 6 veces 1,90%  
 
 5) Por más de 6 y hasta 9 veces 2,00%  
 
 6) Por más de 9 y hasta 14 veces 2,45%  
 
 7) Por el excedente 2,75%  
 
 A partir del año 2008, las tasas correspondientes a las escalas 6) a 

7) se reducirán en un 0,25% anual. Dicha reducción no podrá 
determinar una tasa inferior al 2% en los ejercicios comprendidos 
entre el año 2008 y el año 2010 inclusive.  

 
A partir del año 2011, las tasas correspondientes a las escalas 2) 

a 7) se reducirán en un 0,20% anual. Dicha reducción no podrá 
determinar una tasa inferior al 1% en los ejercicios comprendidos 
entre el año 2011 y el año 2015 inclusive.  

 
A partir del año 2016, las tasas correspondientes a las escalas 1) 

a 7) se reducirán en un 0,10% anual. Dicha reducción no podrá 
determinar una tasa inferior al 0,10%.  

 
En el caso de los sujetos no residentes que no tributen el 

Impuesto a las Rentas de los No Residentes, el abatimiento de tasas 
a que refieren los incisos anteriores tendrá como límite inferior la 
alícuota del 1,5%.  

 
 B) Las obligaciones y debentures, títulos de ahorro y otros valores 

similares emitidos al portador. 3,5%  
 
 C) Las personas jurídicas contribuyentes, cuya actividad sea Banco, 

Casa Financiera o se encuentren comprendidas en el artículo 16. 
2,8%  

 
 D) El patrimonio de los sujetos incluidos en el literal B) del artículo 1° de 

este Título, excepto los referidos en el literal anterior, y el de los 
restantes contribuyentes 1,5%.  

 
Fuente: Ley Nº 18.083 de 27 de diciembre de 2006, artículo 48. 

 
 

  Artículo 55. Fecha de cómputo.- En caso que el contribuyente posea 
más de una fecha de determinación para su patrimonio agropecuario o que 
se verifique la existencia de una unidad económico administrativa al 30 de 
junio de cada año, los cálculos dispuestos por los artículos 38 y 54 de este 
Título, se realizarán a dicha fecha. 
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 La situación de esa forma determinada, será aplicable para las 
liquidaciones correspondientes, que acaezcan desde ese mismo momento y 
hasta la próxima fecha de cómputo. 
 

 Fuente: Ley Nº 19.088 de 14 de junio de 2013, artículo 18. 
 

TÍTULO 16 
IMPUESTO DE CONTROL DE LAS SOCIEDADES ANONIMAS  

 
  Artículo 1º. - Las sociedades anónimas estarán gravadas con un 
impuesto de control, el que se aplicará en ocasión de su constitución y al 
cierre de cada ejercicio fiscal. 

 
Fuente: Ley Nº 17.502 de 29 de mayo de 2005, artículo 12. 

 
TÍTULO 19 

IMPUESTO A LAS TRASMISIONES PATRIMONIALES 
 
  Artículo 7º. Exoneraciones.- Estarán exentas del pago de este 
impuesto:  
 
 A) Las enajenaciones que se realicen en cumplimiento de promesas 

posteriores a la vigencia de la Ley Nº 16.107, de 31 de marzo de 
1990, que hubiesen pagado el impuesto creado por la misma. 

 
 B)  Las enajenaciones que se realicen en cumplimiento de promesas 

inscriptas antes de la vigencia de la Ley Nº 16.107, de 31 de marzo 
de 1990. 

 
 C) La primera promesa de enajenación de inmuebles a plazo así como 

la primera enajenación de los bienes inmuebles, que realicen las 
Cooperativas de Viviendas y los Fondos Sociales, y las 
adquisiciones para el desarrollo de sus programas a que refiere la 
Ley Nº 13.728, de 17 de diciembre de 1968, en la redacción dada 
por el artículo 1º de la Ley Nº 16.237, de 2 de enero de 1992, y las 
sociedades civiles reguladas por el Decreto-Ley Nº 14.804, de 14 de 
julio de 1978. 

 
 D) La Comisión Honoraria Pro-Erradicación de la Vivienda Rural 

Insalubre en las adquisiciones que realice, así como la referida 
Comisión Honoraria y los adquirentes en las enajenaciones que 
realice dicha entidad. 

 
 E) La enajenación de bienes inmuebles, por expropiación a favor del 

Estado, los Municipios, Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados. 

 
 F) Los actos en los que el Banco Hipotecario del Uruguay intervenga 

como parte otorgante, y los actos en que intervenga la Agencia 
Nacional de Vivienda otorgando por sí, como representante del 
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promotor, o a través de los fideicomisos que se constituyan a tales 
efectos siempre que dicha Agencia sea el agente fiduciario.  

 
 F) La primera enajenación de bienes inmuebles que realice el Ministerio 

de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a los 
beneficiarios de los mismos, en el marco de la política de regulación 
de asentamientos irregulares y lotes con o sin servicios. 

 
 G)La primera enajenación de bienes inmuebles que realicen los 

Gobiernos Departamentales en el marco de la política de 
regularización de asentamiento irregulares y lotes con o sin 
servicios. 

  
Fuente: Ley N° 16.107 de 31 de octubre de 1990, artículo 8° 

Literal C).Ley N° 16.991 de 31 de julio de 1998, artículo único. 
Literal F) (primero) redacción dada por: Ley Nº 16.112 de 30 de mayo de 1990,  artículo 15. 

Literal F) (segundo) y Literal G) redacción dada por Ley N° 17.296 de 2 artículo 395. 
Literal F) (tercero) redacción dada por Ley N° 18.341 de 30/08/2008 artículo 25. 

Con referencia a los literales F) la Ley N° 17.296 agregó el literal F) y G), no sustituyó el F) existente. 
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CÓDIGO TRIBUTARIO 
 

TÍTULO ÚNICO 
 

NORMAS GENERALES DE DERECHO TRIBUTARIO NACIONAL 
 

CAPÍTULO CUARTO 
DERECHO PROCESAL TRIBUTARIO 

 
  Artículo 91. (Juicio ejecutivo).- La Administración tendrá acción 
ejecutiva para el cobro de los créditos fiscales que resulten a su favor según 
sus resoluciones firmes. A tal efecto, constituirán títulos ejecutivos los 
testimonios de las mismas y los documentos que de acuerdo con la 
legislación vigente tengan esa calidad siempre que correspondan a 
resoluciones firmes. 
 
 Son resoluciones firmes las consentidas expresa o tácitamente por el 
obligado y las definitivas a que se refieren los artículos 309 y 319 de la 
Constitución de la República. 
 
 En los juicios ejecutivos promovidos por cobro de obligaciones tributarias 
no serán necesarias la intimación de pago prevista en el inciso 6º del artículo 
53 de la ley 13.355 de 17 de agosto de 1965, ni la conciliación y sólo serán 
notificados personalmente el auto que cita de excepciones y la sentencia de 
remate. 
 
 Todas las demás actuaciones, incluso la planilla de tributos, se notificarán 
por nota. 
 
 Sólo serán admisibles las excepciones de inhabilidad del título, falta de 
legitimación pasiva, nulidad del acto declarada en vía contencioso - 
administrativa, extinción de la deuda, espera concedida con anterioridad al 
embargo, y las previstas en el artículo 246 del Código de Procedimiento 
Civil. 
 
 Se podrá oponer la excepción de inhabilidad cuando el título no reúna los 
requisitos formales exigidos por la ley o existan discordancias entre el mismo 
y los antecedentes administrativos en que se fundamente, y la excepción de 
falta de legitimación pasiva, cuando la persona jurídica o física contra la cual 
se dictó la resolución que se ejecuta sea distinta del demandado en el juicio. 
 
 El procedimiento se suspenderá a pedido de parte: 
 
 A) Cuando al ser citado de excepciones el ejecutado acredite que se 

encuentra en trámite la acción de nulidad contra la resolución que 
se pretende ejecutar; ejecutoriada la sentencia pertinente se citará 
nuevamente de excepciones a pedido de parte. 

 
 B) Cuando se acredite que la Administración ha concedido espera al 

ejecutado. 

33



 
 El juez fijará los honorarios pertenecientes a los curiales intervinientes por 
la Administración. Contra esa fijación habrá recurso de apelación. La 
sentencia de segunda instancia causará ejecutoria. 
 
 Artículo 92. (Requisitos formales del título).- Para que el documento 
administrativo constituya título ejecutivo deberá reunir los siguientes 
requisitos: 
 
 1°) Lugar y fecha de la emisión. 
 
 2°) Nombre del obligado. 
 
 3°) Indicación precisa del concepto e importe del crédito, con 

especificación, en su caso, del tributo y ejercicio fiscal que 
corresponda. 

 
 4°) Individualización del expediente administrativo respectivo. 
 
 5°) Nombre y firma del funcionario que emitió el documento, con la 

constancia del cargo que ejerce. 
 

CAPÍTULO QUINTO 
 

SECCIÓN PRIMERA 
INFRACCIONES Y SANCIONES 

 
  Artículo 95. (Contravención).- La contravención es la violación de 
leyes o reglamentos, dictados por órganos competentes, que establecen 
deberes formales. 

 
 Constituye también contravención, la realización de actos tendientes a 
obstaculizar las tareas de determinación y fiscalización de la Administración. 

 
 Será sancionada con multa de $ 2.000 (dos mil pesos) a $ 200.000 
(doscientos mil pesos). 
 
 
  Artículo 100. (Graduación de las sanciones).- Las sanciones se 
graduarán teniendo en cuenta, entre otras, las siguientes circunstancias: 
 
 1°) La reiteración, la que se configurará por la comisión de dos o más 

infracciones del mismo tipo dentro del término de cinco años. 
 
 2°) La continuidad, entendiéndose por tal la violación repetida de una 

norma determinada como consecuencia de una misma resolución 
dolosa. 

 
 3°) La reincidencia, la que se configurará por la comisión de una nueva 

infracción del mismo tipo antes de transcurridos cinco años de la 
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aplicación por la Administración, por resolución firme, de la sanción 
correspondiente a la infracción anterior. 

 
 4°) La condición de funcionario público del infractor cuando ésta ha 

sido utilizada para facilitar la infracción. 
 
 5°) El grado de cultura del infractor y la posibilidad de asesoramiento a 

su alcance. 
 
 6°) La importancia del perjuicio fiscal y las características de la 

infracción. 
 
 7°) La conducta que el infractor asuma en el esclarecimiento de los 

hechos. 
 
 8°) La presentación espontánea del infractor con regularización de la 

deuda tributaria. No se reputa espontánea la presentación 
motivada por una inspección efectuada u ordenada por la 
Administración. 

 
 9°) Las demás circunstancias atenuantes o agravantes que resulten de 

los procedimientos administrativos o jurisdiccionales, aunque no 
estén previstas expresamente por la ley. 
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Decreto Ley N° 15.322,  
de  17 de setiembre de 1982 

 
CAPÍTULO VI 

SECRETO PROFESIONAL 
 
  Artículo 25.- Las empresas comprendidas en los artículos 1º y 2º de 
esta ley no podrán facilitar noticia alguna sobre los fondos o valores que 
tengan en cuenta corriente, depósito o cualquier otro concepto, 
pertenecientes a persona física o jurídica determinada. Tampoco podrán dar 
a conocer informaciones confidenciales que reciban de sus clientes o sobre 
sus clientes. Las operaciones e informaciones referidas se encuentran 
amparadas por el secreto profesional, y sólo pueden, ser reveladas por 
autorización expresa y por escrito del interesado o por resolución fundada de 
la Justicia Penal o de la Justicia competente si estuviera en juego una 
obligación alimentaria y en todos los casos, sujeto a las responsabilidades 
más estrictas por los perjuicios emergentes de la falta de fundamento de la 
solicitud. 
 
 No se admitirá otra excepción que las establecidas en esta ley. 
 
 Quienes incumplieren el deber establecido en este artículo, serán 
sancionados con tres meses de prisión a tres años de penitenciaría. 
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Ley Nº 18.083,  
de 27 de diciembre de 2006 

 
DISPOSICIONES VARIAS 

 
 Artículo 55.- Alcance del secreto bancario.- Interprétase que no está 
incluida en el secreto profesional a que refiere el artículo 25 del Decreto-Ley 
Nº 15.322, de 17 de setiembre de 1982, la información que la administración 
tributaria solicite a las instituciones de intermediación financiera 
comprendidas en dicha norma, en relación a las obligaciones tributarias 
originadas en su condición de contribuyentes. Dicha información no podrá 
ser utilizada por la Administración en relación a terceros. 
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Ley Nº 16.060,  
de 4 de setiembre de 1989 

 
 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
SECCIÓN I 

DE LA EXISTENCIA DE LA SOCIEDAD COMERCIAL 
 
 Artículo 1. (Concepto).- Habrá sociedad comercial cuando dos o más 
personas, físicas o jurídicas se obliguen a realizar aportes para aplicarlos al 
ejercicio de una actividad comercial organizada, con el fin de participar en 
las ganancias y soportar las pérdidas que ella produzca. 
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Ley N° 16.774,  
de 27 de setiembre de 1996 

 
 

TÍTULO IV 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
CAPÍTULO ÚNICO 

 
 Artículo 28. (Secreto profesional).- Será de aplicación, en lo pertinente, lo 
dispuesto en los artículos 15 y 25 del Decreto-Ley Nº 15.322, de 17 de 
setiembre de 1982, con las modificaciones introducidas por la Ley Nº 16.327, 
de 11 de noviembre de 1992. 
 
 Para los fondos de inversión cerrados de crédito sólo regirán al respecto 
las disposiciones establecidas expresamente por la reglamentación, sin 
perjuicio de mantenerse la reserva ante el público de los nombres propios de 
los deudores.  
 

Fuente: Ley Nº 17.202 de 24 de setiembre de 1999, artículo 5. 
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Ley N° 17.703, 
 de 27 octubre de 2003 

 
CAPÍTULO II 

DEL FIDUCIARIO 
 

  Artículo 19. (Obligaciones del fiduciario).- Además de las previstas en 
el negocio constitutivo y en los artículos precedentes, son obligaciones del 
fiduciario: 
 
 a) Mantener un inventario y una contabilidad separada de los bienes, 

derechos y obligaciones que integran el patrimonio fiduciario. En 
caso que sea fiduciario en varios negocios de fideicomiso, deberá 
llevar contabilidad separada de cada uno de ellos. En todos los 
casos la contabilidad deberá estar basada en normas adecuadas. 

 
 b) Transferir los bienes del patrimonio fiduciario al fideicomitente o al 

beneficiario al concluir el fideicomiso o al fiduciario subrogante en 
caso de sustitución o cese. 

 
 c) Guardar reserva respecto de las operaciones, actos, contratos, 

documentos e información que se relacione con el fideicomiso. 
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Ley N° 17.738,  
de 7 de enero de 2004 

 
TÍTULO V 

INGRESOS E INVERSIONES 
 

CAPÍTULO I 
DE LOS INGRESOS Y SU DISPOSICIÓN 

 
  Artículo 71 (Recursos).- Los recursos indirectos de la Caja estarán 
conformados por lo que ésta reciba en función de lo dispuesto en los literales 
siguientes: 
 
 Inciso G) Cada solicitud de inspección contable, de avaluación o de 
certificado referente a tributos, y cada presentación de estados contables, 
estados de responsabilidad o declaraciones juradas ante oficinas públicas o 
instituciones de intermediación financiera generará una prestación de $ 38 
(pesos uruguayos treinta y ocho). 
 
 Exceptúanse las declaraciones juradas que deban presentar ante 
instituciones de seguridad social sus afiliados pasivos, así como las que 
deban incluirse en facturas. 
 
 Cada certificación de libro de comercio que realice el Registro Público de 
Comercio o intervención que haga las veces de aquélla, generará una 
prestación de $ 190 (pesos uruguayos ciento noventa). 
 
 Igual prestación se aplicará en caso de presentación de registros 
contables ante organismos públicos. 
 
 El activo fiscalmente ajustado según las normas del impuesto al 
patrimonio, estará gravado con una prestación del 0,01% (un centésimo por 
ciento), fijándose como importe máximo la suma de $ 1.900 (pesos 
uruguayos mil novecientos), cuya aplicación controlará la Dirección General 
Impositiva en ocasión de la presentación de la Declaración Jurada del 
Impuesto, excluyendo el de las Personas Físicas, Núcleos Familiares, 
Sucesiones Indivisas y Cuentas Bancarias con denominación impersonal. 
 
 Las oficinas ante las que se presenten las solicitudes, libros y demás 
documentos referidos, controlarán el cumplimiento de estas normas, según 
los valores vigentes a la fecha de presentación. 
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Ley N° 17.835,  
de 23 de setiembre de 2004 

 
 

 Artículo 1°.- Todas las personas físicas o jurídicas sujetas al control del 
Banco Central del Uruguay estarán obligadas a informar las transacciones, 
realizadas o no, que en los usos y costumbres de la respectiva actividad 
resulten inusuales, se presenten sin justificación económica o legal evidente 
o se planteen con una complejidad inusitada o injustificada. También deben 
ser informadas las transacciones financieras que involucren activos sobre 
cuya procedencia existan sospechas de ilicitud, a efectos de prevenir el 
delito de lavado de activos tipificado en los artículos 54 y siguientes del 
Decreto-Ley Nº 14.294, de 31 de octubre de 1974 -incorporados por el 
artículo 5º de la Ley Nº 17.016, de 22 de octubre de 1998- y de prevenir 
asimismo el delito tipificado en el artículo 16 de la presente ley. En este 
último caso, la obligación de informar alcanza incluso a aquellas operaciones 
que -aun involucrando activos de origen lícito- se sospeche que están 
vinculadas a las personas físicas o jurídicas comprendidas en el artículo 16 
de la presente ley o destinados a financiar cualquier actividad terrorista. 
 
 La información deberá comunicarse a la Unidad de Información y Análisis 
Financiero (UIAF) del Banco Central del Uruguay, en la forma que éste 
reglamentará. 
 
 La obligación de informar comprenderá asimismo a: i) las empresas que 
presten servicios de arrendamiento y custodia de cofres de seguridad, de 
transporte de valores y de transferencia o envío de fondos; ii) los fiduciarios 
profesionales y iii) las personas físicas o jurídicas que, en forma profesional, 
presten desde Uruguay asesoramiento en materia de inversiones, 
colocaciones y otros negocios financieros a clientes, cualesquiera sea su 
residencia o nacionalidad. La supervisión de la actividad de estos sujetos 
obligados estará a cargo del Banco Central del Uruguay. 
 
 El incumplimiento de la obligación de informar determinará la aplicación, 
según las circunstancias del caso, de las sanciones y medidas 
administrativas previstas en el Decreto-Ley Nº 15.322, de 17 de setiembre 
de 1982, con la redacción dada por la Ley Nº 16.327, de 11 de noviembre de 
1992 y las modificaciones introducidas por las Leyes Nº 17.523, de 4 de 
agosto de 2002 y Nº 17.613, de 27 de diciembre de 2002.  

 
Fuente: Ley Nº 18.494 de 05 de junio de 2009, artículo 1º. 

 
 
 Artículo 2°.- Con las mismas condiciones también estarán sujetos a la 
obligación establecida en el artículo anterior: 
 
 I) Los casinos. 
 
 II) Las inmobiliarias, promotores inmobiliarios, empresas constructoras 

y otros intermediarios en transacciones que involucren inmuebles. 

42



 
 III) Los escribanos, cuando lleven a cabo operaciones para su cliente, 

relacionadas con las actividades siguientes: 
 
 A) Compraventa de bienes inmuebles. 
 
 B) Administración del dinero, valores u otros activos del cliente. 
 
 C) Administración de cuentas bancarias, de ahorro o valores. 
 
 D) Organización de aportes para la creación, operación o 

administración de sociedades. 
 
 E) Creación, operación o administración de personas jurídicas u 

otros institutos jurídicos. 
 
 F) Compraventa de establecimientos comerciales. 
 
 IV) Los rematadores. 
 
 V) Las personas físicas o jurídicas dedicadas a la compra y la venta 

de antigüedades, obras de arte, y metales y piedras preciosas. 
 
 VI) Los explotadores y usuarios directos de zonas francas, con 

respecto a los usos y actividades que determine la reglamentación. 
 
 VII) Las personas físicas o jurídicas que a nombre y por cuenta de 

terceros realicen transacciones o administren en forma habitual 
sociedades comerciales. 

 
 Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer, por vía reglamentaria, los 
requisitos que deberán cumplir estos sujetos obligados, para el registro de 
transacciones, el mantenimiento de los respectivos asientos y la debida 
identificación de los clientes. Cuando los sujetos obligados participen en un 
organismo gremial que por el número de sus integrantes represente 
significativamente a la profesión u oficio de que se trate, el organismo de 
control en materia de lavado de dinero y financiamiento del terrorismo podrá 
coordinar con dichas entidades la mejor manera de instrumentar el 
cumplimiento por parte de los agremiados o asociados de sus obligaciones 
en la materia. Si no existieran dichas entidades, el órgano de control podrá 
crear comisiones interinstitucionales cuya integración, competencia y 
funcionamiento serán establecidos por la reglamentación. 
 
 El incumplimiento de las obligaciones previstas para los sujetos obligados 
por el presente artículo determinará la aplicación de sanciones por parte de 
la Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y el 
Financiamiento del Terrorismo. 
 
 Dichas sanciones se aplicarán apreciando la entidad de la infracción y los 
antecedentes del infractor y consistirán en apercibimiento, observación, 
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multa o suspensión del sujeto obligado cuando corresponda, en forma 
temporaria, o con previa autorización judicial, en forma definitiva. 
 
 Las suspensiones temporarias no podrán superar el límite de tres meses. 
 
 El monto de las multas se graduará entre un mínimo de 1.000 UI (mil 
unidades indexadas) y un máximo de 20.000.000 UI (veinte millones de 
unidades indexadas) según las circunstancias del caso, la conducta y el 
volumen de negocios habituales del infractor.  

 
Fuente: Redacción dada por: Ley Nº 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 50. 

 
 Artículo 5º.- La Unidad de Información y Análisis Financiero estará 
facultada para solicitar informes, antecedentes y todo elemento que estime 
útil para el cumplimiento de sus funciones, a los obligados por esta ley y a 
todos los organismos públicos, los que se encontrarán obligados a 
proporcionarlos dentro del término fijado por la Unidad, no siéndole 
oponibles a ésta disposiciones vinculadas al secreto o la reserva. 
 
 El obligado o requerido no podrá poner en conocimiento de las personas 
involucradas las actuaciones e informes que sobre ellas realice o produzca 
en cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo. 
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Ley N° 18.243,  
de 27 de diciembre de 2007 

 
BANCO DE SEGUROS DEL ESTADO 

 
CAPÍTULO VII 

DE LAS DISPOSICIONES COMUNES 
 

 Artículo 19.- Declárase que las relaciones jurídicas en que el Banco de 
Seguros del Estado sea parte o intervenga, por sí o por sus asegurados, que 
refieran a su actividad específica como empresa aseguradora, se regulan 
exclusivamente por el derecho privado. A título enunciativo se declara que 
sus créditos se reajustan conforme al procedimiento establecido por el 
Decreto Ley N° 14.500, de 8 de marzo de 1976; las normas de prescripción 
aplicables a sus actos y contratos son las específicas de la materia de 
seguros, y sus expedientes e informaciones confidenciales, que reciba de 
sus clientes o sobre sus clientes, se encuentran amparados por el secreto 
profesional. 
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Ley Nº 18.246,  
de 27 de diciembre de 2007 

 
 

CAPÍTULO I 
LA UNIÓN CONCUBINARIA 

 
 Artículo 1º. (Ámbito de aplicación).- La convivencia ininterrumpida de al 
menos cinco años en unión concubinaria genera los derechos y obligaciones 
que se establecen en la presente ley, sin perjuicio de la aplicación de las 
normas relativas a las uniones de hecho no reguladas por ésta. 
 
 
 

46



Ley Nº 18.331,  
de 11 de agosto de 2008 

 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
 Artículo 1º. Derecho Humano.- El derecho a la protección de datos 
personales es inherente a la persona humana, por lo que está comprendido 
en el artículo 72 de la Constitución de la República. 
 

BASES DE DATOS DE TITULARIDAD PÚBLICA 
 
 Artículo 26.- Excepciones a los derechos de acceso, rectificación y 
cancelación.- Los responsables de las bases de datos que contengan los 
datos a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo anterior 
podrán denegar el acceso, la rectificación o cancelación en función de los 
peligros que pudieran derivarse para la defensa del Estado o la seguridad 
pública, la protección de los derechos y libertades de terceros o las 
necesidades de las investigaciones que se estén realizando. 
 
 Los responsables de las bases de datos de la Hacienda Pública podrán, 
igualmente, denegar el ejercicio de los derechos a que se refiere el inciso 
anterior cuando el mismo obstaculice las actuaciones administrativas 
tendientes a asegurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias y, en 
todo caso, cuando el titular del dato esté siendo objeto de actuaciones 
inspectivas. 
 
 El titular del dato al que se deniegue total o parcialmente el ejercicio de 
los derechos mencionados en los incisos anteriores podrá ponerlo en 
conocimiento del Órgano de Control, quien deberá asegurarse de la 
procedencia o improcedencia de la denegación. 
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Ley N° 18.381,  
de 17 de octubre de 2008 

 
 

CAPÍTULO SEGUNDO 
DE LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

 
 Artículo 10. (Información confidencial).- Se considera información 
confidencial: 
 
 I) Aquella entregada en tal carácter a los sujetos obligados, siempre 
que: 
 
 A) Refiera al patrimonio de la persona. 
 
 B) Comprenda hechos o actos de carácter económico, contable, 

jurídico o administrativo, relativos a una persona física o jurídica, 
que pudiera ser útil para un competidor. 

 
 C) Esté amparada por una cláusula contractual de confidencialidad. 
 
 II) Los datos personales que requieran previo consentimiento 
informado. 
 
 Tendrán el mismo carácter los documentos o secciones de documentos 
que contengan estos datos. 
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Ley N° 18.627,  
de 2 de diciembre de 2009 

 
TÍTULO IV 
VALORES 

 
CAPÍTULO II 

DE LOS VALORES ESCRITURALES 
SECCION VII 

 
OTRAS DISPOSICIONES  

 
 Artículo 54. (Secreto profesional).- Las entidades registrantes y los 
intermediarios de valores están comprendidos en la obligación de secreto 
profesional, en los términos del artículo 25 del Decreto-Ley Nº 15.322, de 17 
de setiembre de 1982, el que no será oponible al Banco Central del Uruguay. 
 
 Artículo 55. (Secreto profesional. Dependiente).- Toda persona que 
participe en cualquier concepto en la dirección, gestión, control o auditoría 
de la entidad registrante del emisor o de los intermediarios de valores 
intervinientes así como toda persona empleada o contratada por cualquiera 
de esos sujetos de derecho y que tenga conocimiento en el marco de su 
actividad profesional de informaciones relacionadas con los valores 
escriturales y sus titulares, también está obligada a guardar secreto 
profesional en los términos previstos en el artículo 25 del Decreto-Ley Nº 
15.322, de 17 de setiembre de 1982, el cual no será oponible al Banco 
Central del Uruguay. 
 

TÍTULO IV´ 
VALORES 

 
CAPTULO IV 

DE LAS ENTIDADES DE CUSTODIA, COMPENSACIÓN 
Y LIQUIDACIÓN DE VALORES 

 
 Artículo 61. (Prohibiciones).- A las entidades de custodia, compensación 
y liquidación de valores les está prohibido: 
 
 1. Ejercer derecho alguno sobre los valores registrados en él o 

disponer de tales valores. 
 
 2. Efectuar transferencias encomendadas por personas no habilitadas 

a actuar en su ámbito, con las excepciones que determine el Banco 
Central del Uruguay. 

 
 3. Salvo los casos establecidos en el artículo 25 del Decreto-Ley Nº 

15.322, de 17 de setiembre de 1982, proporcionar información sobre 
los datos que aparezcan en sus registros. Exclúyese de esta 
prohibición la información que requiriesen los emisores de valores 
respecto de valores por ellos emitidos, los intermediarios de valores 
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respecto de los valores por ellos entregados y al Banco Central del 
Uruguay. 

 
TÍTULO VII 

MERCADOS E INTERMEDIARIOS 
 

CAPÍTULO IV 
DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS  

 
 Artículo 111. (Confidencialidad).- Los intermediarios de valores no 
podrán dar a conocer informaciones sobre operaciones realizadas por 
cuenta de clientes ni las posiciones en valores de los mismos u otras 
informaciones confidenciales que reciben de sus clientes o sobre sus 
clientes, obligación ésta que no es oponible al Banco Central del Uruguay. 
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Ley N° 18.930,  
de 17 de julio de 2012 

 
 
 Artículo 1º. (Obligación de informar).- Los titulares de participaciones 
patrimoniales al portador emitidas por toda entidad residente en el país, 
deberán proporcionar la siguiente información a la entidad emisora, con 
destino al Banco Central del Uruguay: 
 
 A) Los datos que permitan su identificación como titulares de las 

acciones, títulos y demás participaciones patrimoniales al portador. En 
el caso en que exista un tenedor o custodio, mandatario o quien 
ejerza los poderes de representación, con facultades de 
administración y disposición de las participaciones patrimoniales con 
iguales facultades que su titular, la identificación comprenderá al 
propietario de los títulos y a quien desarrolle tales funciones de 
tenencia, custodia o representación. 

 
 B) El valor nominal de las acciones y demás títulos al portador de los que 

sea titular. 
 
 Lo dispuesto en el inciso anterior alcanza a todos los títulos de 
participación patrimonial emitidos al portador, a los instrumentos referidos en 
los artículos 302 y 420 a 433 de la Ley N° 16.060, de 4 de setiembre de 
1989 y a los instrumentos de naturaleza equivalente. 
 
 En los casos en que se verifique desmembramiento de dominio, la 
información deberá comprender tanto al nudo propietario como al 
usufructuario. 
 
 Serán aplicables a los fiduciarios de los fideicomisos y a las entidades 
administradoras de los fondos de inversión, las disposiciones 
correspondientes a las entidades emisoras. Sus beneficiarios y 
cuotapartistas estarán alcanzados por todas las disposiciones que la 
presente ley aplica a los titulares. 
 
 A los efectos de la presente ley, se consideran residentes las entidades 
comprendidas en el artículo 13 del Título 4 del Texto Ordenado 1996. 
 
 Artículo 2º. (Obligación de informar. Entidades no residentes).- Igual 
obligación de información que la establecida en el artículo anterior tendrán 
los titulares de participaciones patrimoniales en entidades no residentes, 
siempre que tales entidades cumplan alguna de las siguientes condiciones: 
 
 A) Actúen en territorio nacional a través de un establecimiento 

permanente, de acuerdo a la definición establecida en el artículo 10 
del Título 4 del Texto Ordenado 1996; o 

 
 B) Radiquen en territorio nacional su sede de dirección efectiva, para el 

desarrollo de actividades empresariales en el país o en el exterior. Se 

51



entenderá que una entidad tiene su sede de dirección efectiva en 
territorio nacional cuando en él radique la dirección y control del 
conjunto de sus actividades. Asimismo, a efectos de la definición de 
las actividades empresariales comprendidas en el presente literal, 
será de aplicación la definición establecida en el numeral 1) literal B) 
del artículo 3° del Título referido precedentemente. 

 
 Los propietarios de cuotas de participación en fondos de inversión del 
exterior, cuyos administradores sean residentes en territorio nacional, en 
todos los casos quedarán obligados. 
 
 Deberán cumplir con la obligación a que refiere el penúltimo inciso del 
artículo anterior, los fideicomisos del exterior cuyo fiduciario o administrador 
sea residente en territorio nacional. 
 
 Artículo 3°. (Cometidos del Banco Central del Uruguay).- Créase en el 
ámbito del Banco Central del Uruguay un registro que tendrá por finalidad la 
custodia y la administración de la información prevista en los artículos 1°, 2°, 
6° y 7° de la presente ley. 
 
 Serán cometidos específicos del Banco Central del Uruguay: 
 
 A) La recepción y archivo de las declaraciones juradas, asegurando 

su integridad y reserva. 
 
 B) La emisión de los certificados que acrediten la situación registral de 

las entidades emisoras y sujetos obligados. 
 
 C) La remisión de información a los organismos que tengan acceso a la 

misma, dentro de los límites establecidos en la presente ley. 
 
 D) La confección de estadísticas sobre el número y la naturaleza de las 

entidades a que refieren los artículos 1° y 2° de la presente ley. 
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Ley N° 19.149,  
de 24 de octubre de 2013 

 
SECCIÓN IV 

INCISOS DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL 
 

INCISO 02 
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 

 
 Artículo 49. Confiérense a la Secretaría Nacional Antilavado de Activos, 
del Inciso 02 - "Presidencia de la República", las facultades previstas en el 
artículo 5° de la Ley N° 17.835, de 23 de setiembre de 2004. 
 
 Los funcionarios que violaran la obligación de reserva a que refiere el 
inciso anterior incurrirán en el delito establecido en el artículo 5° de la Ley N° 
18.930, de 17 de julio de 2012, sobre Convergencia Técnica en materia de 
Transparencia Fiscal Internacional. En el caso de que la información haya 
sido solicitada por la Justicia Penal, la obligación de reserva y el régimen 
sancionatorio aplicable a sus funcionarios se regirán por sus normas 
específicas. 
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Ley Nº 18.331,  
de 11 de agosto de 2008 

 
 

CAPÍTULO V 
 

BASES DE DATOS DE TITULARIDAD PÚBLICA 
 

Artículo 26.- Excepciones a los derechos de acceso, rectificación y 
cancelación.- Los responsables de las bases de datos que contengan los 
datos a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo anterior 
podrán denegar el acceso, la rectificación o cancelación en función de los 
peligros que pudieran derivarse para la defensa del Estado o la seguridad 
pública, la protección de los derechos y libertades de terceros o las 
necesidades de las investigaciones que se estén realizando. 
 
 Los responsables de las bases de datos de la Hacienda Pública podrán, 
igualmente, denegar el ejercicio de los derechos a que se refiere el inciso 
anterior cuando el mismo obstaculice las actuaciones administrativas 
tendientes a asegurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias y, en 
todo caso, cuando el titular del dato esté siendo objeto de actuaciones 
inspectivas. 
 
 El titular del dato al que se deniegue total o parcialmente el ejercicio de 
los derechos mencionados en los incisos anteriores podrá ponerlo en 
conocimiento del Órgano de Control, quien deberá asegurarse de la 
procedencia o improcedencia de la denegación. 
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